
GACETA DEL CONGRESO  236  Viernes, 26 de abril de 2013 Página 1

L E Y E S   S A N C I O N A D A S

(Artículo 36,  Ley 5ª de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XXII - Nº 236 Bogotá, D. C., viernes, 26 de abril de 2013  EDICIÓN  DE  36  PÁGINAS

DIRECTORES: 

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

C Á M A R A    D E    R E P R E S E N T A N T E S

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

GREGORIO ELJACH PACHECO 
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

G A C E T A   D E L   C O N G R E S O
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

El Congreso de la República
DECRETA:

CAPÍTULO I
Principios Generales

Artículo 1. Objeto y Alcance. La presente ley tiene 
por objeto fortalecer el marco jurídico que permite a 
los organismos que llevan a cabo actividades de inte-
ligencia y contrainteligencia cumplir adecuadamente 
con su misión constitucional y legal. Establece los 

contrainteligencia, los principios que las rigen, los 
mecanismos de control y supervisión, la regulación 
de las bases de datos, la protección de los agentes, la 
coordinación y cooperación entre los organismos, y 
los deberes de colaboración de las entidades públicas 
y privadas, entre otras disposiciones. 

Artículo 2. e n c n e la nc n e ntel -
enc a y ont a ntel enc a. La función de inteli-

gencia y contrainteligencia es aquella que desarro-
llan los organismos especializados del Estado del 
orden nacional, utilizando medios humanos o téc-
nicos para la recolección, procesamiento, análisis 
y difusión de información, con el objetivo de pro-
teger los derechos humanos, prevenir y combatir 
amenazas internas o externas contra la vigencia del 
régimen democrático, el régimen constitucional y 
legal, la seguridad y la defensa nacional, y cumplir 

Artículo 3. O an o  e lle an a cabo la n-
c n e ntel enc a y ont a ntel enc a. La fun-
ción de inteligencia y contrainteligencia es llevada 
a cabo por las dependencias de las Fuerzas Militares 
y la Policía Nacional organizadas por estas para tal 

(UIAF), y por los demás organismos que faculte para 
ello la Ley. Estos organismos conforman la comuni-
dad de inteligencia y son los únicos autorizados para 
desarrollar actividades de inteligencia y contrainteli-
gencia. Todos los organismos que lleven a cabo es-
tas actividades estarán sujetos al cumplimiento de la 
presente ley de manera integral. 

Artículo 4. te  y ne  e la nc n e n-
tel enc a y ont a ntel enc a. La función de inte-
ligencia y contrainteligencia estará limitada en su 
ejercicio al respeto de los derechos humanos y al 
cumplimiento estricto de la Constitución, la Ley y 
el Derecho Internacional Humanitario y el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. En espe-
cial, la función de inteligencia estará limitada por el 
principio de reserva legal que garantiza la protec-
ción de los derechos a la honra, al buen nombre, a la 
intimidad personal y familiar, y al debido proceso. 

Ninguna información de inteligencia y contrain-

-
les del Estado, la vigencia del régimen democráti-

LEY ESTATUTARIA 1621 DE 2013
(abril 17)

o  e o e la c al e e en no a  a a o talece  el a co co 
e e te a lo  o an o  e lle an a cabo act a e  e ntel enc a 

y cont a ntel enc a c l  con  n con t t c onal y le al  y e ctan 
ot a  o c one



Página 2 Viernes, 26 de abril de 2013 GACETA DEL CONGRESO  236

co, la integridad territorial, la soberanía, la seguri-
dad y la defensa de la Nación; 

b. Proteger las instituciones democráticas de la 
República, así como los derechos de las personas 
residentes en Colombia y de los ciudadanos colom-
bianos en todo tiempo y lugar –en particular los 
derechos a la vida y la integridad personal– frente 
a amenazas tales como el terrorismo el crimen or-

armas, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados, el lavado de activos, y otras amena-
zas similares; y 

c. Proteger los recursos naturales y los intereses 
económicos de la Nación. 

En ningún caso la información de inteligencia 
y contrainteligencia será recolectada, procesada o 
diseminada por razones de género, raza, origen na-
cional o familiar, lengua, religión, opinión política 

-
cal, social o de derechos humanos, o para promo-
ver los intereses de cualquier partido o movimiento 
político o afectar los derechos y garantías de los 
partidos políticos de oposición. 

Artículo 5. nc o  e la  Act a e  e n-
tel enc a y ont a ntel enc a. Quienes autoricen 
y quienes lleven a cabo actividades de inteligencia 

-

el artículo 4° de la presente ley, evaluarán y obser-
varán de manera estricta y en todo momento los 
siguientes principios: 

Principio de necesidad. La actividad de inteli-
gencia y contrainteligencia debe ser necesaria para 

-
cir que podrá recurrirse a esta siempre que no exis-
tan otras actividades menos lesivas que permitan 

Principio de idoneidad. La actividad de inteli-
gencia y contrainteligencia debe hacer uso de me-

en el artículo 4° de esta ley; es decir que se deben 
usar los medios aptos para el cumplimiento de ta-

Principio de proporcionalidad. La actividad 
de inteligencia y contrainteligencia deberá ser pro-

-
ben exceder las restricciones impuestas sobre otros 
principios y valores constitucionales. En particu-
lar, los medios y métodos empleados no deben ser 

lograr. 
Artículo 6. o b c n e la nc lac n e 

eno e  e e a  en Act a e  e ntel enc a y 
ont a ntel enc a. Los organismos de inteligen-

cia y contrainteligencia no podrán en ningún caso 
vincular a niños, niñas y adolescentes para que lle-
ven a cabo actividades de inteligencia o contrain-
teligencia. 

CAPÍTULO II
Requerimientos de Inteligencia  

y Contrainteligencia
Artículo 7. e e ento  e ntel enc a y 

ont a ntel enc a

las áreas y tareas de recolección de información de 
inteligencia y contrainteligencia de interés priori-
tario para el Gobierno Nacional. 

Artículo 8. lan ac onal e ntel enc a. El 
Plan Nacional de Inteligencia es el documento de 
carácter reservado que desarrolla los requerimien-
tos y las prioridades establecidas por el Gobierno 
Nacional en materia de inteligencia y contrainteli-
gencia, y asigna responsabilidades. Este Plan será 
elaborado por la Junta de Inteligencia Conjunta y 
será proyectado para un período de un (1) año. El 
primer Plan Nacional de Inteligencia entrará en vi-
gencia dentro de los seis (6) meses siguientes a la 
publicación de la presente ley.

Artículo 9. e e ento  a c onale  Los re-
querimientos adicionales a los establecidos en el 
Plan Nacional de Inteligencia sólo podrán ser de-
terminados por el Presidente de la República, de 
manera directa o a través del funcionario público 
que este designe de manera expresa para ello; el 
Ministro de Defensa; y, para efectos de cumplir 
con las funciones de secretario técnico del Con-
sejo de Seguridad Nacional, el Alto Asesor para 
la Seguridad Nacional. Los demás miembros del 
Consejo de Seguridad Nacional podrán hacer re-
querimientos a través de la secretaría técnica del 
Consejo, que dará trámite para su priorización. Lo 
anterior, sin perjuicio de los requerimientos que 
puedan hacer los comandantes de unidades mili-
tares y de policía, y los directores de inteligencia 
para el cumplimiento de su misión constitucional. 

CAPÍTULO III
Coordinación y Cooperación en las Actividades 

de Inteligencia y Contrainteligencia
Artículo 10. oo nac n y oo e ac n. Los 

organismos que llevan a cabo actividades de inte-
ligencia y contrainteligencia cooperarán armónica 
y decididamente, atendiendo los requerimientos de 
inteligencia y contrainteligencia de los servidores 
públicos autorizados por esta Ley para efectuarlos, 

-
vidades, y evitando la duplicidad de funciones. 

Artículo 11. oo e ac n nte nac onal. Los 
organismos de inteligencia y contrainteligencia 
podrán cooperar con organismos de inteligencia 
homólogos en otros países, para lo cual se estable-
cerán los protocolos de seguridad necesarios para 
garantizar la protección y reserva de la informa-
ción, de conformidad con las disposiciones con-
templadas en la presente ley. 

Artículo 12. nta e ntel enc a onj nta 
 La Junta de Inteligencia Conjunta se reunirá 

-
timativos de inteligencia y contrainteligencia para 
el Gobierno Nacional. Para estos efectos asegurará 
la cooperación entre los distintos organismos de 
inteligencia y contrainteligencia. Esta Junta está 
conformada por: 

a. El Ministro de la Defensa Nacional; 
b. El Alto Asesor para la Seguridad Nacional, o 

el funcionario de nivel asesor o superior que dele-
gue para ello el Presidente de la República; 

c. El Viceministro de Defensa Nacional; 
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d. El Jefe de Inteligencia Conjunta, en repre-
sentación del Comandante General de las Fuerzas 
Militares; 

e. El Jefe de Inteligencia del Ejército Nacional, 
en representación del Comandante de esa Fuerza; 

f. El Jefe de Inteligencia de la Armada Nacional, 
en representación del Comandante de esa Fuerza; 

g. El Jefe de Inteligencia de la Fuerza Aérea 
Colombiana, en representación del Comandante 
de esa Fuerza; 

h. El Director de Inteligencia Policial, en repre-
sentación del Director General de la Policía Na-
cional; 

i. El Director de la Unidad de Información y 
Análisis Financiero (UIAF), o su delegado; y 

j. El Director de cualquier otro organismo de 
inteligencia y contrainteligencia facultado por ley 
para llevar a cabo tales actividades. 

Parágrafo 1°. El Comandante General de las 
Fuerzas Militares, el Director de la Policía y los 
Comandantes de Fuerza asistirán a la JIC cuando 
lo consideren necesario. Los miembros del Con-
sejo de Seguridad Nacional podrán ser invitados 
a la JIC. 

Parágrafo 2°. La JIC será presidida por el Mi-
nistro de Defensa o por el miembro civil de la JIC 
que delegue para ello el Presidente de la República. 

Parágrafo 3°. La participación en la JIC de los 
organismos que llevan a cabo actividades de inteli-
gencia y contrainteligencia, se dará en el marco de 
la naturaleza jurídica de la entidad. 

Parágrafo 4°. Los integrantes de la JIC com-
partirán la información de inteligencia relevante 
que tengan a su disposición con los miembros de 
la misma. En cualquier caso esta información será 
manejada por los miembros con la debida reserva 
y observando los protocolos de seguridad de la in-
formación. 

Artículo 13. nc one  e la nta e ntel en-
c a onj nta. La Junta de Inteligencia Conjunta 
tendrá las siguientes funciones: 

a. Elaborar estimativos, informes y/o análisis de 
inteligencia y contrainteligencia que atiendan los 
requerimientos y apoyen la toma de decisiones por 
parte del Gobierno Nacional, en particular en el 
marco del Consejo de Seguridad Nacional. 

b. Elaborar y presentar cada año a consideración 
del Consejo de Seguridad Nacional para su adop-
ción, el Plan Nacional de Inteligencia de acuerdo 
con los requerimientos y prioridades establecidos 
por el Presidente de la República. 

c. Coordinar la distribución de tareas para la 
recolección de información entre los organismos, 

-
ción y análisis asignadas a la JIC. 

d. Establecer, en un término máximo de un (1) 
año a partir de la vigencia de la presente ley, los 
protocolos de intercambio de información entre 
los organismos de inteligencia y contrainteligencia 
para garantizar la seguridad y reserva de la infor-

e. Asegurar que existan procedimientos adecua-
dos de protección de la información que sea com-
partida en la JIC. 

f. Suministrar al Consejo de Seguridad Nacio-
nal la información de inteligencia y contrainteli-
gencia necesaria para el cumplimiento de sus fun-
ciones como máximo órgano asesor del Presidente 
de la República en asuntos de defensa y seguridad 
nacional. 

g. Hacer seguimiento a la ejecución del Plan 
Nacional de Inteligencia y elaborar informes pe-
riódicos de cumplimiento de las prioridades de 
inteligencia y contrainteligencia establecidas en el 
mismo. 

h. Presentar a la Comisión Legal de Seguimien-
to a las Actividades de Inteligencia y Contrainte-
ligencia del Congreso de la República un informe 
anual que tendrá carácter reservado. 

-

CAPÍTULO IV
Control y Supervisión

Artículo 14. A to ac n. Las actividades de 
inteligencia y contrainteligencia deberán ser auto-
rizadas por orden de operaciones o misión de tra-
bajo emitida por los directores de los organismos, o 
jefes o subjefes de unidad, sección o dependencia, 
según el equivalente en cada organismo, y deberán 
incluir un planeamiento. 

El nivel de autorización requerido para cada 
operación o misión de trabajo se incrementará de-
pendiendo de su naturaleza y posible impacto, el 
tipo de objetivo, el nivel de riesgo para las fuentes 
o los agentes, y la posible limitación de los dere-

conformidad con su estructura interna y atendien-
do los criterios establecidos en este artículo, quién 
es el jefe o subjefe de unidad, sección o depen-
dencia encargado de la autorización, en cada caso 
teniendo en cuenta la Constitución y la Ley. 

Artículo 15. A to ac n e la  O e ac one  
e ntel enc a y ont a ntel enc a. El superior 

jerárquico en cada caso será responsable de auto-
rizar únicamente aquellas actividades de inteligen-
cia y contrainteligencia que cumplan con los lími-

observen los principios del artículo 5° de la mis-
ma y estén enmarcados dentro de un programa de 
planeamiento. Esta autorización deberá obedecer a 
requerimientos previos de inteligencia o contrain-
teligencia, de conformidad con el capítulo II de la 
presente ley. 

Parágrafo. Los funcionarios de los organis-
mos que llevan a cabo actividades de inteligencia 
y contrainteligencia que infrinjan sus deberes u 
obligaciones incurrirán en causal de mala conduc-

penal o profesional que puedan tener. La obedien-
cia debida no podrá ser alegada como eximente de 
responsabilidad por quien ejecuta la operación de 
inteligencia cuando esta suponga una violación a 
los derechos humanos o una infracción al Derecho 



Página 4 Viernes, 26 de abril de 2013 GACETA DEL CONGRESO  236

Internacional Humanitario (DIH) y el Derecho In-
ternacional de los Derechos Humanos. 

Artículo 16. A ec ac n e an ale  e n-
tel enc a y ont a ntel enc a. Los Directores y 
Jefes de los organismos de inteligencia y contra-
inteligencia adecuarán la doctrina de inteligencia 
y contrainteligencia ajustándola a derecho y dero-
gando aquellas disposiciones que sean contrarias 
a la Constitución y la presente Ley, en el término 
máximo de un (1) año contado a partir de la vi-
gencia de la presente ley. Cada organismo de inte-
ligencia establecerá los procedimientos necesarios 
para revisar la integración de las normas en mate-
ria de derechos humanos y derecho internacional 
humanitario en los manuales de inteligencia y con-

-
no Nacional deberá presentar un informe sobre la 
adecuación de los manuales a la Comisión Legal 
de Seguimiento a las Actividades de Inteligencia y 
Contrainteligencia del Congreso de la República. 

Artículo 17. on to eo el ect o lect o-
a n t co e nte ce tac one  e o n cac one  

a a . Las actividades de inteligencia y con-
trainteligencia comprenden actividades de moni-
toreo del espectro electromagnético debidamente 
incorporadas dentro de órdenes de operaciones o 
misiones de trabajo. La información recolectada en 
el marco del monitoreo del espectro electromagné-
tico en ejercicio de las actividades de inteligencia 
y contrainteligencia, que no sirva para el cumpli-

deberá ser destruida y no podrá ser almacenada en 
las bases de datos de inteligencia y contrainteli-
gencia. El monitoreo no constituye interceptación 
de comunicaciones. 

La interceptación de conversaciones privadas 
-

nicaciones privadas de datos, deberán someterse a 
los requisitos establecidos en el artículo 15 de la 
Constitución y el Código de Procedimiento Penal 
y sólo podrán llevarse a cabo en el marco de proce-
dimientos judiciales. 

Artículo 18. e n y ont ol. Los Inspec-
tores de la Policía o la Fuerza Militar a la que per-
tenezcan los organismos que llevan a cabo activi-
dades de inteligencia y contrainteligencia, deberán 
rendir un informe anual de carácter reservado tra-
mitado por el conducto regular ante el Ministro de 
Defensa y con copia a la Comisión Legal de Segui-
miento a las Actividades de Inteligencia y Contra-

ley en la autorización y el desarrollo de activida-
des de inteligencia y contrainteligencia; la adecua-
ción de la doctrina, los procedimientos y métodos 
de inteligencia a lo establecido en la presente ley; 

-
lización, corrección y retiro de datos y archivos de 
inteligencia y contrainteligencia. Para ello, estos 
Inspectores contarán con toda la colaboración de 
los diferentes organismos, quienes en ningún caso 
podrán revelar sus fuentes y métodos. 

Parágrafo 1°. En el caso de otros organismos 
creados por ley para llevar a cabo actividades de 

inteligencia y contrainteligencia, el informe men-
cionado deberá ser rendido anualmente por un Ins-
pector o quien haga sus veces ante el Presidente 
de la República y con copia a la Comisión Legal 
de Seguimiento a las Actividades de inteligencia y 
Contrainteligencia. 

Parágrafo 2°. En el caso de la Unidad de Infor-
mación y Análisis Financiero (UIAF), el informe 

Control Interno ante el Director, con copia a la Co-
misión Legal de Seguimiento a las Actividades de 
inteligencia y Contrainteligencia. 

Parágrafo 3°. En cualquier caso el informe 
rendido por cada entidad no exime al Director de 
cada organismo de su responsabilidad de velar por 
el cumplimiento de la presente ley y demás obli-
gaciones constitucionales y legales. Cualquier in-

-
templados en la presente ley deberá ser reportado 
de inmediato al Presidente de la República, y a las 
autoridades disciplinarias y judiciales a las que 
haya lugar. 

Parágrafo 4°. Los miembros de los organismos 
de inteligencia y contrainteligencia deberán poner 
en conocimiento del Jefe o Director del organismo, 
y en caso de que sea necesario de manera directa 

Interno, cualquier irregularidad en el desarrollo de 
las actividades del organismo. El Director y el Ins-
pector o el Jefe de Control Interno velarán por la 
protección de la identidad del denunciante. 

Parágrafo 5°. El Jefe o Director del organismo 
de inteligencia o contrainteligencia deberá infor-
mar anualmente al Presidente de la República so-
bre las irregularidades en las funciones y activi-
dades de inteligencia y contrainteligencia que se 
presenten en sus respectivas dependencias. 

Artículo 19. ont ol ol t co. Se crea la Comi-
sión Legal de Seguimiento a las Actividades de In-
teligencia y Contrainteligencia. Modifíquese el ar-
tículo 55 de la Ley 5a de 1992 el cual quedará así: 

A t c lo  nte ac n  eno nac n y 
nc ona ento  A e  e la  o one  e a-

le  e ala a  a a ca a na e la  a a  con 
co etenc a  e ente  a e ta  co e on e  n-
te a  a l can o el te a el coc ente electo al 
y a a el e o o on t t c onal  la o n e 

e ec o  ano  y A enc a  la o n e 
t ca y tat to el on e ta  la o n e 

Ac e tac n oc ental  la o n a a la 
a  e la je  y la o n e al e e-
ento a la  Act a e  e ntel enc a y on-

t a ntel enc a  
Artículo 20. Objeto e la co n le al e e-

ento a la  Act a e  e ntel enc a y con-
t a ntel enc a. Adiciónese un artículo 61E a Ley 
5a de 1992 el cual quedará así: 

A t c lo  o n e al e e ento 
a la  Act a e  e ntel enc a y ont a ntel -

enc a  ta co n  n e j c o e la  e  
ac lta e  oto a a  al on e o e la e bl ca 
o  la on t t c n y la ley  c l  nc one  e 

cont ol y e ento ol t co  e can o la e -
c enc a en el o e lo  ec o  el e eto e la  
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a ant a  con t t c onale  y el c l ento e 
lo  nc o  l te  y ne  e tablec o  en la ey 
e tat ta a e e la la  act a e  e ntel en-
c a y cont a ntel enc a  

Artículo 21 o o c n e nte ac n e la 
o n e al e e ento a la  Act a e  
e ntel enc a y ont a ntel enc a. Adiciónese 

un artículo 61F a Ley 5a de 1992 el cual quedara 
así; 

A t c lo  o o c n e nte ac n  a 
o n e al e e ento a la  Act a e  
e ntel enc a y ont a ntel enc a e ta  con-
o a a o   on e ta  e ante o t lac n 
ol nta a  lo  c ale  ebe n e  e b o  e la  
o one  e n a  on t t c onale  e a-

nente  
a a a a en e n lena a  e ante el 

te a e c oc ente electo al  ele  c at o  
e b o  e la e ect a o o ac n  a an-

t an o la e e entac n e o  lo eno  n  
e e entante y n  ena o  e lo  a t o  y 
o ento  ol t co  e e ecla e en o o c n 

al ob e no  al o e  oce o  e banca a en 
la a a e e e entante  y en el ena o e 
la e bl ca  an e ten ante la e enc a e 
la a a e e e entante  y el ena o e la 

e bl ca e ect a ente e ane a l b e y e -
e a  ec n e ab tene e e a t c a  en la 
o n e al e e ento a la  Act a e  
e ntel enc a y ont a ntel enc a

a a o  n ca o e e lo  a t o  o 
o ento  ol t co  e e ecla en en o o -

c n al ob e no no ten an e e entac n en la 
o n e n a on t t c onal e anente el 
ena o o e la a a e e e entante  o  
o t la e co o e b o e la o n e al e 
e ento e la  Act a e  e ntel enc a y 
ont a ntel enc a c al e  ena o  o e e en-

tante a la a a e e tene ca a c o  a t -
o  o o ento  ol t co  

a a o  o  a t o  o o ento  o-
l t co  e e ecla en en o o c n al ob e no 
ten n e ec o a a t c a  al eno  no e 
ello  en la e a ect a e la o n e al 

e e ento e la  Act a e  e ntel enc a 
y ont a ntel enc a  

Artículo 22. nc one  y ac lta e  e la co-
n le al e e ento a la  act a e  e 

ntel enc a y ont a ntel enc a. Adiciónese un 
artículo 61G a la ley 5a de 1992 el cual quedará así: 

A t c lo  nc one  on nc one  y a-
c lta e  e la o n e al e e ento a la  
Act a e  e ntel enc a y ont a ntel enc a  

a  o c  n n o e an al e e a o -
o al e ente e la e bl ca  e  c enta 
el c l ento e lo  cont ole  conten o  en 

la e ente ley y o le eco en ac one  a a 
el ejo a ento el eje c c o e la  act a e  

e ntel enc a y cont a ntel enc a  ten en o en 
c enta la al a a a e la n o ac n e a ec-
te la e a  y la e en a nac onal  

b  t  o n one  y conce to  ob e c al e  
oyecto e ley elac ona o con la ate a  

c  t  n conce to ob e el n o e e A -
to a e lo  a to  e e a o  elabo a o o  la 
ont alo a ene al e la e bl ca

 ol c ta  a la nta e ntel enc a onj nta 
n n o e an al e la ejec c n ene al e a to  
e e a o  e  c enta el c l ento e lo  

objet o  el lan ac onal e ntel enc a  
e  ace  e ento a la  eco en ac one  n-

cl a  ent o el n o e an al el l te al a  el 
e ente a t c lo

 o one  oc n e ob e ac n e ecto e 
lo  ecto e  e lo  o an o  e ntel enc a 

o  a nto  elac ona o  con nc one  o a  
el ca o o o  e atenc n a lo  e e ento  y 

c tac one  e la o n  o oc n e cen a a 
lo  n t o  el a o co e on ente  

a a o  on el n e e ca  el c l -
ento e lo  ecan o  e cont ol e tablec o  

en la e ente ey en ca o  e ec co  e ean e 
 nte  la o n o  a  eal a  e n o-

ne  con la  b  ol c ta  n o e  a c onale  
a lo  n ecto e  ncl yen o a lo  n ecto e  a  

oc e na o  o  lo  o an o  e ntel en-
c a  la  O c na  e ont ol nte no  o ene  

a an  ece  c  c ta  a lo  e e  y ecto-
e  e lo  o an o  e ntel enc a   conoce  

lo  objet o  nac onale  e ntel enc a t a a o  
en el lan ac onal e ntel enc a  y e  conoce  
lo  n o e  e enta o  an al ente o  lo  n -

ecto e  e con o a  con el a t c lo  e la 
e ente ley  o ante o  n e j c o e la e e -

a nece a a a a a ant a  la e a  e la  
o e ac one  la  ente  lo  e o  y lo  to o  

a a o  n c al e  ca o la o n 
on  en conoc ento e la  a to a e  co -
etente  lo  ec o  el ct o  o la  alta  c l -

na a  e la  e ten a conoc ento  
Artículo 23. t o  e e b l a  y on a-

b l a  e la o n e al e e ento a la  
Act a e  e ntel enc a y ont a ntel enc a. 
Adiciónese un artículo 61H a la Ley 5a de 1992 el 
cual quedara así: 

A t c lo  t o  e c e b l a  y con-
ab l a  o  nc ona o  e la o n e al 
e e ento a la  Act a e  e ntel enc a y 
ont a ntel enc a  a  co o lo  e b o  e la  
n a e  e t abajo le lat o e ean e na-
o  o  ca a e b o e la o n a a a oya  

el t abajo e la a  e o ete n a o  lo e-
no  n  e t o e c e b l a  y con an a al 
a o  a  e a  ect a  el ena o y la a a 

e e e entante  ete na n el o an o e 
la co n a  e ntel enc a a t a  el c al e 
a l ca n lo  e t o  y e la enta n lo  oce-

ento  nece a o  a a a ant a  la e e a e 
lo  e lta o  e e to  e t o  

a  e a  ect a  e ena o y a a -
e a n conj nta ente lo  c te o  y a et o  

a tene  en c enta a a la e al ac n y cal cac n 
e lo  e t o  e c e b l a  y con ab l a  a  

co o lo  otocolo  nece a o  a a a ant a  
la ab ol ta e e a e la n o ac n elac ona a 
con tale  e t o  
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Artículo 24. ebe  e e e a e la o n. 
Los miembros de la Comisión Legal de Seguimien-
to a las Actividades de Inteligencia y Contrainteli-
gencia están obligados a guardar reserva sobre las 
informaciones y documentos a los que tengan ac-
ceso durante y después de su membrecía, hasta el 
término que establece la presente ley. 

Parágrafo 1°. Ningún documento público ema-
nado de la Comisión podrá revelar datos que pue-
dan perjudicar la función de inteligencia; poner 
en riesgo las fuentes, los medios o los métodos; o 
atentar contra la vigencia del régimen democráti-
co, la seguridad o la defensa nacional. 

Parágrafo 2°. Los miembros de la Comisión 
así como el personal permanente o eventual asig-
nado a la misma que hicieran uso indebido de la 
información a la que tuvieren acceso en ocasión 
o ejercicio de sus funciones, en los términos de la 
ley, serán considerados incursos en causal de mala 
conducta sin perjuicio de la responsabilidad penal 
a que haya lugar y quedarán inhabilitados para ser 
miembros de la Comisión Legal de Seguimiento a 
las Actividades de Inteligencia y Contrainteligen-
cia. 

Artículo 25. nc ona ento. Las mesas direc-
tivas del Senado y la Cámara de Representantes 
asignarán los recursos humanos y físicos necesa-
rios para el funcionamiento de la Comisión Legal 
de Seguimiento a las Actividades de Inteligencia 
y Contrainteligencia. La Comisión podrá solicitar 
a los organismos que llevan a cabo actividades de 
inteligencia y contrainteligencia la designación de 
enlaces permanentes para el cumplimiento de sus 
funciones. 

Artículo 26. lanta e e onal e la o n 
e al e e ento a la  Act a e  e ntel -
enc a y ont a ntel enc a. Adiciónese al artículo 

369 de la Ley 5a de 1992 el numeral 2.6.13, así: 
 o n e al e e ento a la  

act a e  e ntel enc a y ont a ntel enc a  
CANTIDAD CARGO

1 Secretario de Comisión
1 Asesor
1 Transcriptor

l a o y la e ne ac n e ca a nc ona-
o e  el o e el e lo  nc ona o  el 

o ca o en la  o one  on t t c onale  
a a o  n to o ca o  el ec eta o e o-
n  e a ol c t  a la ecc n a n -

t at a e ena o o a a  e n ea el ca o  
a ec a  el e onal nece a o a a el co ecto 

nc ona ento e la o n n ca ente con 
e onal e lanta  

Artículo 27. ebate  en ate a e ntel enc a 
y ont a ntel enc a. Adiciónese el artículo 94 de 
la ley 5a de 1992 así: 

A t c lo  ebate  l o et ento a -
c n e c al e  o o c n o oyecto ob e 
c ya a o c n eba e ol e  la e ect a o o-
ac n  e  lo e con t t ye el ebate  l ebate 

e e a al ab lo el e ente y te na con la 
otac n ene al  o  ebate  en ate a e n-

tel enc a y cont a ntel enc a e a elanta n en 
e n e e a a  

CAPÍTULO V
Bases de Datos y Archivos de Inteligencia  

y Contrainteligencia
Artículo 28. ent o  e otecc n e ato  

e ntel enc a y ont a ntel enc a. Cada uno de 
los organismos que desarrolla actividades de inte-
ligencia y contrainteligencia tendrá un Centro de 
Protección de datos y archivos de inteligencia y 
Contrainteligencia (CPD). Cada Centro tendrá un 
responsable que garantizará que los procesos de 
recolección, almacenamiento, producción y difu-
sión de la información de inteligencia y contrain-
teligencia estén enmarcados en la Constitución y 
la Ley. Para ello se llevarán a cabo los talleres de 
capacitación necesarios dentro de cada organismo. 

Artículo 29. Objet o  e lo  ent o  e otec-
c n e ato  e ntel enc a  ont a ntel enc a 

 Cada CPD tendrá los siguientes objetivos: 
a. Controlar el ingreso y la salida de informa-

ción a las bases de datos y archivos de inteligencia 
y contrainteligencia, garantizando de manera prio-
ritaria su reserva constitucional y legal; 

b. Asegurar que aquellos datos de inteligencia 
y contrainteligencia que una vez almacenados no 

la presente ley, sean retirados; 
c. Garantizar que la información no será alma-

cenada en las bases de datos de inteligencia y con-
trainteligencia por razones de género, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión po-

sindical, social o de derechos humanos, o para pro-
mover los intereses de cualquier partido o movi-
miento político o afectar los derechos y garantías 
de los partidos políticos de oposición. 

Artículo 30. o n A e o a a a la e-
ac n e ato  y A c o  e ntel enc a y 

ont a ntel enc a. Créase la Comisión asesora 
para la depuración de los datos y archivos de in-
teligencia y contrainteligencia que será presidida 
por el Procurador General de la Nación. Esta Co-
misión estará integrada por un (1) miembro de-
signado por el Presidente de la República; un (1) 
miembro del Grupo de Memoria Histórica de la 
Comisión Nacional de Reparación y Reconcilia-
ción o quien haga sus veces; un (1) integrante de 
los organismos que llevan a cabo actividades de 
inteligencia y contrainteligencia; un (1) represen-
tante de la Comisión Legal de Seguimiento a las 
Actividades de Inteligencia y Contrainteligencia; 
un (1) académico nacional o internacional experto 
en temas de inteligencia; un (1) representante de la 
sociedad civil; y un (1) delegado de la Defensoría 
del Pueblo. 

Esta Comisión tendrá una vigencia de dos (2) 
años a partir de su conformación. Su objeto será 
producir un informe en el que se formulen reco-
mendaciones al Gobierno Nacional sobre los cri-
terios de permanencia, los criterios de retiro, y el 
destino de los datos y archivos de inteligencia y 
contrainteligencia que sean retirados. Para ello la 
Comisión tendrá en cuenta las siguientes conside-
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raciones: a) la seguridad nacional; b) los derechos 
fundamentales de los ciudadanos al buen nombre, 
la honra y el debido proceso; c) el deber de garan-
tizar la preservación de la memoria histórica de la 
Nación; d) la protección de la información de los 
servidores públicos que desarrollan actividades de 
inteligencia y contrainteligencia, y de las fuentes, 
medios y métodos; e) la ley de archivos; f) los ar-
tículos 4 y 5 de la presente Ley; y g) las prácticas 
internacionales sobre depuración de datos y archi-
vos de inteligencia. La Comisión podrá solicitar 
asesoría técnica externa para el cumplimiento de 
su función, y entregar informes parciales antes del 
vencimiento de su mandato. 

El Gobierno Nacional pondrá en marcha, den-
tro del año siguiente a la rendición del informe 
de la Comisión, un sistema de depuración de da-
tos y archivos de inteligencia y contrainteligencia, 
orientado por el informe de recomendaciones de la 
Comisión. 

Una vez creado el sistema de depuración de da-
tos y archivos de inteligencia y contrainteligencia, 
el Gobierno Nacional rendirá informes periódicos 
a la Procuraduría General de la Nación sobre la im-
plementación del mismo. 

Artículo 31. o t  e Act al ac n  o ec-
c n y et o e ato  y A c o  e ntel enc a. 
Cada organismo de inteligencia creará un comité 
para la corrección, actualización y retiro de da-
tos e información de inteligencia de conformidad 

la presente ley. La información que haya sido re-

el artículo 4° de la presente ley, o por las razones 
establecidas en el último inciso del mismo artículo, 
será retirada de las bases de datos y archivos de 
inteligencia, y almacenada en un archivo histórico 
hasta tanto la Comisión para la depuración rinda su 
informe de recomendaciones. 

Artículo 32. e n y ont ol. El informe 

de control interno, o quienes hagan sus veces, con-
templado en el artículo 18 de la presente ley deberá 

-
cesos de actualización, corrección y retiro de datos 
y archivos de inteligencia y contrainteligencia. 

CAPÍTULO VI
Reserva de la Información de Inteligencia  

y Contrainteligencia
Artículo 33. e e a. Por la naturaleza de las 

funciones que cumplen los organismos de inteli-
gencia y contrainteligencia sus documentos, infor-
mación y elementos técnicos estarán amparados 
por la reserva legal por un término máximo de 
treinta (30) años contados a partir de la recolección 
de la información y tendrán carácter de informa-
ción reservada. 

recomendación de cualquier organismo que lleve 
a cabo actividades de inteligencia y contrainteli-
gencia, el Presidente de la República podrá acoger 
la recomendación de extender la reserva por quin-
ce (15) años más, cuando su difusión suponga una 
amenaza grave interna o externa contra la seguri-

dad o la defensa nacional, se trate de información 
que ponga en riesgo las relaciones internacionales, 
esté relacionada con grupos armados al margen de 
la ley, o atente contra la integridad personal de los 
agentes o las fuentes. 

Parágrafo 1°. El Presidente de la República 
podrá autorizar en cualquier momento, antes del 
cumplimiento del término de la reserva, la descla-

considere que el levantamiento de la reserva con-
tribuirá al interés general y no constituirá una ame-
naza contra la vigencia del régimen democrático, 
la seguridad, o defensa nacional, ni la integridad de 
los medios, métodos y fuentes. 

Parágrafo 2°. El organismo de inteligencia que 
decida ampararse en la reserva para no suministrar 
una información que tenga este carácter, debe ha-
cerlo por escrito, y por intermedio de su director, 
quien motivará por escrito la razonabilidad y pro-
porcionalidad de su decisión y la fundará en esta 
disposición legal. En cualquier caso, frente a tales 
decisiones procederán los recursos y acciones le-
gales y constitucionales del caso. 

Parágrafo 3°. El servidor público que tenga co-
nocimiento sobre la recolección ilegal de informa-
ción de inteligencia y contrainteligencia, la pondrá 
en conocimiento de las autoridades administrati-
vas, penales y disciplinarias a las que haya lugar, 
sin que ello constituya una violación a la reserva. 

Parágrafo 4°. El mandato de reserva no vincula 
a los periodistas ni a los medios de comunicación 
cuando ejerzan su función periodística de control 
del poder público, en el marco de la autorregula-
ción periodística y la jurisprudencia constitucio-
nal, quienes en cualquier caso estarán obligados a 
garantizar la reserva respecto de sus fuentes. 

Artículo 34. no on b l a  e la e e a. El 
carácter reservado de los documentos de inteli-
gencia y contrainteligencia no será oponible a las 
autoridades judiciales, disciplinarias y fiscales 
que lo soliciten para el debido ejercicio de sus 
funciones, siempre que su difusión no ponga en 
riesgo la seguridad o la defensa nacional, ni la in-
tegridad personal de los ciudadanos, los agentes, 
o las fuentes. Corresponderá a dichas autoridades 
asegurar la reserva de los documentos que lle-
guen a conocer en desarrollo de lo establecido en 
el presente artículo. 

Parágrafo. Salvo lo dispuesto en el parágrafo 4° 
del artículo 12 de la presente ley, la inoponibilidad 
de la reserva en el caso de la UIAF estará regulada 
de manera especial por el inciso 4° del artículo 9° 
de la Ley 526 de 1999, el cual quedará así: “La 
información que recaude la UIAF en cumplimiento 
de sus funciones y la que se produzca como re-
sultado de su análisis estará sujeta a reserva, salvo 

funciones legales para investigar lavado de activos 

legitimadas para ejercitar la acción de extinción de 
dominio quienes deberán mantener la reserva aquí 
prevista.” 

Artículo 35. alo  obato o e lo  n o e  
e ntel enc a. En ningún caso los informes de 
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inteligencia y contrainteligencia tendrán valor pro-
batorio dentro de procesos judiciales y discipli-
narios, pero su contenido podrá constituir criterio 
orientador durante la indagación. En todo caso se 
garantizará la reserva de la información, medios, 
métodos y fuentes, así como la protección de la 
identidad de los funcionarios de inteligencia y con-
trainteligencia. 

Artículo 36. ece to e  e o cto  e nte-
l enc a y ont a ntel enc a. Podrán recibir pro-
ductos de inteligencia y contrainteligencia, de con-
formidad con las reglas de reserva establecidas en 
los artículos 33 y 38 de la presente ley: 

a. El Presidente de la República; 
b. Los miembros del Consejo de Seguridad Na-

cional y, en lo relacionado con las sesiones a las 
que asistan, los invitados al Consejo de Seguridad 
Nacional; 

c. El Secretario General de la Presidencia de la 
República, los Ministros y Viceministros, y el Secre-
tario Privado del Presidente de la República en lo 
relacionado con el cumplimiento de sus funciones; 

d. Los miembros de la Comisión Legal de Inte-
ligencia y Contrainteligencia; 

e. Los miembros de la Fuerza Pública de acuer-
do con sus funciones y niveles de acceso a la in-
formación; 

f. Los demás servidores públicos de acuerdo con 
sus funciones y niveles de acceso a la información 
de conformidad con el artículo 37 de la presente 
ley, y siempre que aprueben los exámenes de cre-

g. Los organismos de inteligencia de otros paí-
ses con los que existan programas de cooperación. 

Parágrafo 1°. Los Jefes y Directores de los or-
ganismos de inteligencia y contrainteligencia es-
tablecerán los procedimientos y controles para la 
difusión y trazabilidad de la información de inteli-
gencia y contrainteligencia. La difusión deberá ha-

establecidos en el marco de la presente ley. 
Parágrafo 2°. Los asesores externos y contratis-

tas sólo podrán recibir información de inteligencia 
y contrainteligencia de acuerdo con el nivel de ac-
ceso a la información que le haya sido asignado de 
conformidad con el artículo 37 de la presente ley, 
dentro del objeto de su asesoría o contrato, y pre-

Artículo 37. ele  e la cac n. El Go-
bierno Nacional, dentro del año siguiente a la pu-
blicación de la presente ley, reglamentará los nive-

sistema para la designación de los niveles de acce-
so a la misma por parte de los servidores públicos. 

Artículo 38. o o o e e e a. Los ser-
vidores públicos de los organismos que desarrollen 
actividades de inteligencia y contrainteligencia, 
los funcionarios que adelanten actividades de con-
trol, supervisión y revisión de documentos o bases 
de datos de inteligencia y contrainteligencia, y los 
receptores de productos de inteligencia, se encuen-
tran obligados a suscribir acta de compromiso de 
reserva en relación con la información de que ten-

gan conocimiento. Quienes indebidamente divul-

permitan que alguien emplee la información o do-
cumentos reservados, incurrirán en causal de mala 
conducta, sin perjuicio de las acciones penales a 
que haya lugar. 

Para garantizar la reserva, los organismos de 
inteligencia y contrainteligencia podrán aplicar to-
das las pruebas técnicas, con la periodicidad que 

calidades y el cumplimiento de los más altos es-
tándares en materia de seguridad por parte de los 
servidores públicos que llevan a cabo actividades 
de inteligencia y contrainteligencia. 

Parágrafo 1°. El deber de reserva de los servi-
dores públicos de los organismos que desarrollen 
actividades de inteligencia y contrainteligencia, y 
de receptores antes mencionados, permanecerá aún 
después del cese de sus funciones o retiro de la ins-
titución hasta el término máximo que establece la 
presente ley. 

Parágrafo 2°. Los organismos que desarrollan 
actividades de inteligencia y contrainteligencia 
deberán tomar todas las medidas necesarias para 
impedir que sus miembros copien, porten, repro-
duzcan, almacenen, manipulen o divulguen cual-
quier tipo de información de inteligencia o contra-

su misión. 
Parágrafo 3°. Las personas capacitadas para 

cumplir funciones relacionadas con las activida-
des de inteligencia y contrainteligencia, deberán 
cumplir en todo momento los más altos estándares 

el compromiso de reserva en el desarrollo de sus 
funciones. Para tal efecto cada una de las entidades 
que realizan actividades de inteligencia y contra-
inteligencia, desarrollarán protocolos internos para 
el proceso de selección, contratación, incorpora-
ción y capacitación del personal de inteligencia y 
contrainteligencia, teniendo en cuenta la doctrina, 
funciones y especialidades de cada una de las en-
tidades. 

Parágrafo 4°. La no superación de las pruebas 

ingreso o retiro del organismo de inteligencia y 
contrainteligencia de acuerdo con la reglamenta-
ción establecida por el Gobierno Nacional. En los 
organismos de inteligencia y contrainteligencia 
que no pertenezcan al sector defensa, el retiro del 
servicio de los servidores públicos que llevan a 
cabo actividades de inteligencia y contrainteligen-
cia se producirá cuando el nominador, previo con-
cepto de un comité asesor o quien haga sus veces, 
en ejercicio de la facultad discrecional considere 
que no se cumple con los estándares de idoneidad 

Para los organismos de inteligencia y contrain-
teligencia que pertenecen al sector defensa, el re-
tiro de servicios se hará de conformidad con las 
normas de carrera correspondientes. 

Artículo 39  ce c n a lo  ebe e  e en n-
c a y ecla ac n. 
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Los servidores públicos de los organismos que 
desarrollan actividades de inteligencia y contra-
inteligencia están obligados a guardar la reserva 
en todo aquello que por razón del ejercicio de sus 
actividades hayan visto, oído o comprendido. En 
este sentido, los servidores públicos a los que se 

denuncia y no podrán ser obligados a declarar. Lo 
anterior sin perjuicio de lo establecido en los pará-
grafos 3° y 4° del artículo 18 y del parágrafo 3° del 
artículo 33.

La exclusión del deber de denuncia no aplica-
rá para los casos en que el servidor público posea 
información relacionada con la presunta comisión 
de genocidio, ejecuciones extrajudiciales, tortu-
ra, desplazamiento forzado, desaparición forzada, 
violencia sexual masiva, crímenes de lesa humani-
dad, o crímenes de guerra por parte de un servidor 
público. 

En cualquier caso los servidores públicos de los 
organismos que desarrollan actividades de inteli-
gencia y contrainteligencia podrán denunciar las 
actividades delictivas de las que tengan conoci-
miento de manera directa o mediante representan-
te del organismo de inteligencia y en condiciones 
que permitan garantizar su seguridad e integridad, 
garantizando la protección de fuentes, medios y 
métodos. 

En caso de que el organismo considere necesa-
rio declarar en un proceso podrá hacerlo a través 
del Director o su delegado. 

este artículo deban denunciar o rendir testimonio, 

que la diligencia respectiva se reciba en forma pri-
vada y se mantenga en reserva mientras ello sea 
necesario para asegurar la vida e integridad perso-
nal del funcionario y la de su familia. 

CAPÍTULO VII
Protección de los Servidores Públicos  

que realizan Actividades de Inteligencia  
y Contrainteligencia

Artículo 40. otecc n e la ent a . Con el 

públicos que desarrollan actividades de inteligencia 
y contrainteligencia, y para facilitar la realización 
de las actividades propias de su cargo, el gobierno 
a través de la Registraduría Nacional del Estado Ci-
vil, les suministrará documentos con nueva identi-
dad que deberán ser utilizados exclusivamente en el 
ejercicio de sus funciones y actividades. 

Los Jefes y Directores de los organismos de in-
teligencia serán los únicos autorizados para solici-
tar ante la Registraduría Nacional del Estado Civil 

-
ción para la protección de sus funcionarios, sin 
perjuicio de la responsabilidad penal, disciplinaria 

-
do, y el incumplimiento al debido control del uso 
de los documentos expedidos. 

En caso de necesitarse la expedición de otros 
documentos públicos o privados para el cumpli-
miento de la misión, los funcionarios de los or-
ganismos que llevan a cabo actividades de inteli-

gencia y contrainteligencia podrán utilizar para el 
trámite el nuevo documento de identidad expedido 
por la Registraduría Nacional del Estado Civil, sin 
que el uso de los nuevos documentos constituya 
infracción a la ley. 

La Registraduría Nacional del Estado Civil con 
el apoyo de los organismos de inteligencia y con-
trainteligencia, reglamentarán la implementación 
del sistema de custodia de la información relacio-
nada con la identidad funcional de los agentes con 

y la protección de la vida e integridad física de los 
agentes. 

Los organismos de inteligencia serán responsa-
bles de garantizar la reserva de esta información de 
acuerdo con lo establecido en la presente ley. 

Parágrafo 1°. En la implementación de los me-
canismos de protección contemplados en este artí-
culo, las entidades estatales deberán suscribir los 
convenios interinstitucionales a que haya lugar con 

-
serva, seguridad y protección de la información. 

Parágrafo 2°. El servidor público que indebida-
mente dé a conocer información sobre la identidad 
de quienes desarrollen actividades de inteligencia 
o contrainteligencia incurrirá en causal de mala 
conducta, sin perjuicio de las acciones penales a 
que haya lugar. 

Parágrafo 3°. El uso indebido de los documen-
-

culo será causal de mala conducta sin perjuicio de 
las acciones penales a las que haya lugar. 

Artículo 41. otecc n e lo  e o e  bl -
co  e e a ollan act a e  e ntel enc a y 

ont a ntel enc a y  cleo a l a . Los ser-
vidores públicos pertenecientes a los organismos 
que desarrollan actividades de inteligencia y con-
trainteligencia que con ocasión del cumplimiento 
de sus funciones y actividades se vean compeli-
dos a riesgo o amenaza actual e inminente contra 
su integridad personal o la de su núcleo familiar, 
tendrán la debida protección del Estado. Para este 
propósito cada institución establecerá los mecanis-
mos de protección pertinentes. 

CAPÍTULO VIII
Deberes de Colaboración de las Entidades  

Públicas y Privadas
Artículo 42. olabo ac n e la  nt a e  -

bl ca  y a a . 
Los organismos de inteligencia podrán solicitar 

la cooperación de las entidades públicas y privadas 

esta ley. En caso de que la información solicitada 
por el organismo de inteligencia esté amparada por 
la reserva legal, estos organismos y las entidades 
públicas y privadas podrán suscribir convenios in-
terinstitucionales de mutuo acuerdo. En cualquier 
caso, la entrega de tal información no constituirá 
una violación a la reserva legal, toda vez que la 
misma continuará bajo este principio, al cual se 
encuentran obligados los servidores públicos de 
inteligencia y contrainteligencia en virtud de lo 
dispuesto en la presente ley. 
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Artículo 43. olabo ac n con A to a e  e 
ol c a c al -

cos, podrán entregar a los organismos que llevan a 
cabo actividades de inteligencia y contrainteligen-
cia copias de los documentos y medios técnicos re-
caudados como elementos materiales probatorios 
cuando ello sea necesario para el cumplimiento de 

-
sente ley, sin que ello implique una violación de la 
cadena de custodia. Lo anterior previa solicitud del 
director del organismo de inteligencia o su delega-
do. En todo caso los organismos de inteligencia y 
contrainteligencia quedarán obligados a garantizar 
la reserva de tales documentos. 

Artículo 44. olabo ac n con O e a o e  e 
e c o  e eleco n cac one . Los operado-

res de servicios de telecomunicaciones estarán 
obligados a suministrar a los organismos de in-
teligencia y contrainteligencia, previa solicitud 
y en desarrollo de una operación autorizada y 
siempre que sea técnicamente viable, el historial 
de comunicaciones de los abonados telefónicos 
vinculados, los datos técnicos de identificación 
de los suscriptores sobre los que recae la opera-
ción, así como la localización de las celdas en que 
se encuentran las terminales y cualquier otra in-
formación que contribuya a su localización. Los 
organismos de inteligencia y contrainteligencia 
garantizarán la seguridad de esta información 
y con tal fin, en la solicitud que formulen a los 
operadores de servicios de telecomunicaciones, 
limitarán la información solicitada a un período 
que no exceda de cinco (5) años. 

Los Directores de los organismos de inteligen-
cia, o quienes ellos deleguen, serán los encargados 
de presentar por escrito a los operadores de ser-
vicios de telecomunicaciones la solicitud de dicha 
información. 

En todo caso, la interceptación de comunicacio-
nes estará sujeta a los procedimientos establecidos 
por el artículo 15 de la Constitución y el Código de 
Procedimiento Penal y sólo podrá llevarse a cabo 
en el marco de procesos judiciales. 

Parágrafo 1°. Los operadores de servicios de te-
lecomunicaciones deberán informar al Ministerio 
de Tecnologías de la Información y Comunicacio-
nes y a la Fiscalía General de la Nación cualquier 

-
ga incidencia sobre la interceptación de comuni-
caciones y poner a su disposición, en un tiempo 
y a un costo más una utilidad razonable, la imple-
mentación de los equipos de interceptación para la 
adaptación a la red. La información suministrada 
será reservada. Los operadores de servicios de te-
lecomunicaciones deberán indicar el contenido y 

antelación no inferior a 60 días calendario a aquel 
en que se pretenda llevar a cabo la misma. 

Parágrafo 2°. Los operadores de servicios de 
telecomunicaciones deberán ofrecer a los organis-
mos que llevan a cabo actividades de inteligencia y 
contrainteligencia, un medio de transporte que per-
mita llamadas de voz encriptadas, a un costo más 
una utilidad razonable, y para un número especí-

la red del operador ni la calidad del servicio que 
este presta. Este medio se otorgará a solicitud de la 
Junta de Inteligencia Conjunta; será exclusivo del 
alto gobierno y de los organismos de inteligencia 
y contrainteligencia del Estado; y será regulado y 
controlado por la Junta de Inteligencia Conjunta. 

Parágrafo 3°. Los proveedores de redes y/o 
servicios de telecomunicaciones bajo ninguna cir-
cunstancia serán responsables de la utilización que 
se haga de la información de los usuarios que sea 
suministrada a los organismos de inteligencia y 
contrainteligencia del Estado en cumplimiento de 
las anteriores disposiciones. 

CAPÍTULO IX
o c one  e enc a

Artículo 45. e o ato a  La presente ley de-
roga todas las disposiciones que le sean contrarias, 
en especial el Decreto 2233 de 1995, o  e o el 
c al e c ean el te a ac onal e ntel enc a  
el on ejo cn co ac onal e ntel enc a  lo  

on ejo  cn co  ecc onale  e ntel enc a... y 
el Decreto 324 de 2000, o  el c al e c ea el en-
t o e coo nac n e la l c a cont a lo  o  

e a to e en a  le ale  y e  o  al a -
en e la ley  

Artículo 46. enc a. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su publicación. 

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública, 

oy eona o a e a  onteale e. 
El Secretario General del honorable Senado de 

la República, 
e o o ljac  ac eco

El Presidente de la honorable Cámara de Repre-
sentantes,

A to o a a nc e
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
o e be to ant lla e ano

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase. 
En cumplimiento de lo dispuesto en la Senten-

cia C-540 de fecha 12 de julio de dos mil doce 
(2012) – Radicación: PE-033, proferida por la Ho-
norable Corte Constitucional, se procede a la san-
ción del proyecto de ley, la cual ordena la remisión 
del expediente al Congreso de la República, para 
continuar el trámite de rigor y posterior envío al 
Presidente de la República. 

Dada en Bogotá, D. C., a 17 abril de 2013.
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

La Ministra de Justicia y del Derecho,
t  tella o ea alac o

El Ministro de Defensa Nacional,
an a lo  n n eno

El Director del Departamento Administrativo - 
Dirección Nacional de Inteligencia, 

l a o c an a n. 
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 116 DE 2012 CÁMARA, 12 DE 2012 

SENADO
o  el c al e o ca el a t c lo  e la on -

t t c n ol t ca  a a o talece  la e e entac n 
en el on e o e la e bl ca e lo  olo b a-

no  e ente  en el e te o  (Segunda Vuelta)
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 176 de la Constitución 

quedará así:
Artículo 176. La Cámara de Representantes 

se elegirá en circunscripciones territoriales y cir-
cunscripciones especiales. 

Habrá dos representantes por cada circunscrip-
ción territorial y uno más por cada 365.000 habi-
tantes o fracción mayor de 182.500 que tengan en 
exceso sobre los primeros 365.000. 

Para la elección de Representantes a la Cámara, 
cada departamento y el Distrito Capital de Bogotá 
conformarán una circunscripción territorial. 

Las circunscripciones especiales asegurarán la 
participación en la Cámara de Representantes de 
los grupos étnicos y los colombianos residentes en 
el exterior. Mediante estas circunscripciones se ele-
girán cinco (5) representantes, distribuidos así: dos 
(2) por la circunscripción de las comunidades afro-
descendientes, uno (1) por la circunscripción de las 
comunidades indígenas, y dos (2) por la circuns-
cripción internacional. En esta última, solo se con-
tabilizarán los votos depositados fuera del territorio 
nacional por ciudadanos residentes en el exterior. 

Parágrafo 1°. A partir de 2014, la base para la 
asignación de las curules adicionales se ajustará en 
la misma proporción del crecimiento de la pobla-
ción nacional, de acuerdo con lo que determine el 
censo. Le corresponderá a la organización electo-
ral ajustar la cifra para la asignación de curules. 

Parágrafo 2°. Si como resultado de la aplicación 
de la fórmula contenida en el presente artículo, una 
circunscripción territorial pierde una o más curu-
les, mantendrá las mismas que le correspondían a 
20 de julio de 2002. 

Parágrafo transitorio. El Congreso de la República 
reglamentará la circunscripción internacional a más 
tardar el 16 de diciembre de 2013; de lo contrario, lo 
hará el Gobierno nacional dentro de los treinta (30) 
días siguientes a esa fecha. En dicha reglamentación 
se incluirán, entre otros temas, la inscripción de can-
didatos, y la inscripción de ciudadanos habilitados 
para votar en el exterior, los mecanismos para pro-
mover la participación y realización del escrutinio de 
votos a través de los Consulados y Embajadas, y la 

de los Representantes elegidos.
Artículo 2°. El presente acto legislativo rige a 

adiciona el parágrafo sexto del artículo 176 de la 
Constitución Política.

De los honorables Congresistas,
a e ena o a eb e

Ponente.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., abril 23 de 2013
En Sesión Plenaria del día 23 de abril de 2013, 

fue aprobado con las mayorías exigidas en la Cons-
titución y la ley, en Segundo Debate el Texto De-

Proyecto de Acto 
Legislativo número 116 de 2012 Cámara, 12 de 
2012 Senado, o  el c al e o ca el a t c lo 

 e la on t t c n ol t ca  a a o talece  la 
e e entac n en el on e o e la e bl ca e 

lo  colo b ano  e ente  en el e te o  e n a 
elta  

Acto Legislativo siga su curso legal y reglamenta-
rio y de esta manera dar cumplimiento con lo esta-
blecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo 
anterior, según consta en el Acta de Sesión Plena-
ria número 198 del 23 de abril de 2013, previo su 
anuncio el día 17 de abril de los corrientes, según 
Acta de Sesión Plenaria número 197.

El Secretario General,
o e be to ant lla e ano

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 001  
DE 2012 CÁMARA

o  e o e la c al e a c onan no  a t c lo  al 
a t lo  e la ey  e  ob e e ec o  

e A to
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese un artículo nuevo 44 A 

al Capítulo III de la Ley 23 de 1982 “Sobre Dere-
chos de Autor”: 

Artículo 44A. Es permitida la reproducción 

artículos 12 literal a), 166 literal c) y 172 literal a) 
de la presente ley que forme parte integrante y esen-

-
dad consista en facilitar una transmisión en una red 
informática entre terceras partes o una utilización 
permitida de una obra, interpretación o ejecución, 
o un fonograma. 

Artículo 2°. Adiciónese un artículo nuevo 44 B 
al Capítulo III de la Ley 23 de 1982 “Sobre Dere-
chos de Autor”: 

Artículo 44B. Es lícita la reproducción, comuni-
cación pública, distribución, traducción, adaptación 
o transformación de las obras literarias o artísticas, 
o prestaciones protegidas por los derechos conexos, 

los modos, medios y formatos idóneos elegidos por 
las personas con discapacidad visual y auditiva; con 
la obligación de mencionar el nombre del autor y el 
título de las obras o prestaciones así utilizadas. 

Los actos permitidos por este literal se limitan 
-

dos con la discapacidad, y sólo podrán realizarse 
en la medida en que esta lo exija. 

T E X T O S   D E F I N I T I V O S   D E   P L E N A R I A
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Parágrafo. No se aplicará la exención de pago 
de los Derechos de Autor en la reproducción, co-
municación pública, distribución, traducción, 
adaptación o transformación de las obras literarias 
o artísticas que se hubieren editado originalmen-
te en lengua de señas, en braille o en los modos, 
medios y formatos idóneos para personas con dis-
capacidad visual y auditiva y que se hallen comer-
cialmente disponibles. 

Artículo 3°. Adiciónese un artículo nuevo 44C 
al Capítulo III de la Ley 23 de 1982 “Sobre Dere-
chos de Autor”: 

Es permitido el préstamo por una biblioteca, de 
obras, interpretaciones o ejecuciones artísticas, fo-

colecciones y hayan sido lícitamente adquiridos. 
Lo anterior, siempre que no tengan como propó-

Artículo 4°. Adiciónese un artículo nuevo 44D 
al Capítulo III de la Ley 23 de 1982 “Sobre Dere-
chos de Autor”: 

Artículo 44D. Es permitida la transformación 
de obras artísticas o literarias divulgadas, siempre 

riesgo de confusión con la obra originaria, no se 
afecte el derecho moral de integridad del autor, ni 

legítimos intereses del autor o se afecte la normal 
explotación de la obra originaria. 

Artículo 5°. Adiciónese un artículo nuevo 44E 
al Capítulo III de la Ley 23 de 1982 “Sobre Dere-
chos de Autor”: 

Artículo 44 E. Es permitido realizar la repre-
sentación o ejecución pública de obras en el curso 
de las actividades de una institución de enseñanza 
por el personal y los estudiantes de tal institución, 
siempre que no se cobre la entrada ni tenga nin-

esté compuesto exclusivamente por el personal y 
estudiantes de la institución, padres o tutores de los 
alumnos y otras personas directamente vinculadas 
con actividades de la institución. 

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias. 

De los honorables Representantes, 

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., abril 17 de 2013 
En Sesión Plenaria del día 16 de abril de 2013, 

-
Proyecto de ley número 

001 de 2012 Cámara, o  e o e la c al e a -
c onan no  a t c lo  al a t lo  e la ey  

e  ob e e ec o  e A to
de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992. Lo anterior, según consta en el Acta de Se-
sión Plenaria número 196 del 16 de abril de 2013, 
previo su anuncio el día 10 de abril de los corrien-
tes, según Acta de Sesión Plenaria número 195.

El Secretario General,
o e be to ant lla e ano

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CAMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 052 de 
2012 CÁMARA, ACUMULADO AL PROYEC-
TO DE LEY NÚMERO 003 DE 2012 CÁMARA

o  e o e la c al e a t c la en lo  n ele  na-
c onal y te to al el te a nte al e a oyo a 
la je  y a la eno  en t ac n e alt ato  e 
c ea la n a  e lanc a cont a el alt ato a la 

je  y e ctan ot a  o c one
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Disposiciones generales

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
-

las entidades y medidas legales y administrativas 
existentes contra cualquier forma de violencia de 
género a través de la articulación del Sistema Inte-
gral de Apoyo a la Mujer y a la Menor en Situación 
de Maltrato, de forma tal que este se constituya en 

prevención y protección contra el abuso de que son 
o llegaren a ser víctimas las mujeres de cualquier 
edad y condición.

Artículo 2°. Marco normativo. La implementa-
ción, funcionamiento, evaluación y mejoramiento 
del Sistema Integral de Apoyo a la Mujer y a la Me-
nor en Situación de Maltrato estarán regidos, aun-
que no exclusivamente, por la presente ley, por las 
Leyes 1257 de 2008, 1142 de 2007, 1009 de 2006, 
599 de 2000, 294 de 1996, y por los Decretos Pre-
sidenciales número 164 y 3445 de 2010 y por aque-

deroguen.
Son principios rectores de operación del Siste-

ma los señalados en el artículo 6º de la Ley 1257 

de daño contra la mujer, los criterios de interpreta-
ción y las garantías mínimas aplicables a mujeres 
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y niñas son los establecidos en el Capítulo I de la 
misma norma y en aquellas que la adicionen, modi-

Artículo 3°. Política Pública. Las autoridades 
nacionales, departamentales, distritales y munici-
pales serán responsables en sus respectivas juris-
dicciones y dentro de sus competencias constitucio-
nales y legales de la implementación de una políti-
ca pública permanente y coordinada para el Apoyo 
a la Mujer y a la Menor en Situación de Maltrato 
que contendrá como mínimo los parámetros que en 
la materia determine el Sistema Integral de Apoyo 
a la Mujer y a la Menor en Situación de Maltrato.

Sobre la unidad de vigilancia
Artículo 4°. Unidad de vigilancia contra el 

maltrato a la mujer. Se crea la Unidad de Vigilan-
cia contra el Maltrato a la Mujer, la cual dependerá 
de la Alta Consejería para la Equidad de la Mujer, y 
tendrá como objetivo vigilar el cumplimiento y su 
aplicación de las normas que rigen sobre violencia 
contra la mujer, y especialmente los entes que in-
tervienen en el protocolo de atención a las mujeres 
violentadas garantizando que dichos procesos sean 
acelerados y realizados efectivamente.

Artículo 5° Integrantes. La Unidad de Vigilan-
cia Contra el Maltrato a la Mujer, estará conforma-
da por diez (10) representantes (personas) de las 
diferentes autoridades que intervienen dentro del 
proceso de atención, así:

– Un representante de la ACPEM (Alta Conseje-
ría Presidencial para la Equidad de la Mujer).

– Un representante de ACEMI (Asociación Co-
lombiana de Empresas de Medicina Integral).

– Un representante de la Fuerza Pública.
– Un representante del Ministerio de Salud.
– Un representante del ICBF.
– Un representante de Medicina Legal y Cien-

cias Forenses.
– Un representante de la Fiscalía.
– Dos representantes de los gobiernos departa-

mentales, escogidos entre las diferentes Secretarías 
de Equidad de Género o su similar.

Parágrafo 1º. Los participantes de la Unidad serán 
funcionarios en comisión de servicio, por lo tanto, no 
se requerirá de la creación de nuevos cargos.

Artículo 6°. Funciones. La Unidad de Vigilan-
cia contra el Maltrato a la Mujer tendrá las siguien-
tes funciones:

a) Supervisar el debido cumplimiento de la Ley 
248 de 1995, Ley 294 de 1996, Ley 882 de 2004, 
Ley 1257 de 2008, Ley 1542 de 2012 y demás nor-
mas concordantes y relacionadas con el maltrato a 
la mujer;

b) Vigilar la Mesa Interinstitucional para Erra-
dicar la Violencia contra las Mujeres, dirigida por 
la ACPEM (Alta Consejería Presidencial para la 
Equidad de la Mujer);

c) Vigilar el Observatorio de Asuntos de Géne-
ro (OAG), dirigida por la ACPEM (Alta Consejería 
Presidencial para la Equidad de la Mujer);

d) Vigilar las acciones del comité de seguimien-
to al cumplimiento de la Ley 1257 de 2008;

e) Coordinar a nivel departamental por interme-
dio de las Secretarías de Equidad de Género o su 
similar, la creación de grupos municipales o subre-
gionales que velen por el cumplimiento;

f) Vigilar las unidades de control que dispone 
la ACPEM (Alta Consejería Presidencial para la 
Equidad de la Mujer), y el cumplimiento de la Ley 
1257 de 2008, de la Ley 1542 de 2012 y demás nor-
mas relacionadas con el maltrato de la mujer;

g) Vigilar las políticas públicas dictadas por el 
Gobierno Nacional;

h) Vigilar sistemática y permanente a las diver-
sas entidades del Estado y aquellos particulares que 
participan en el protocolo de atención a las mujeres 
violentadas;

i) Imponer multas o sanciones a las entidades u 
organismos que incumplan la normatividad interna 
vigente sobre violencia contra la mujer;

j) Promover la formación y capacitación de fun-
cionarios de las entidades responsables o encarga-
dos de la atención y conocimiento de los casos de 
feminicidio, violencia, maltrato o abuso contra las 
niñas y mujeres, sobre los Derechos Humanos de 
estas;

k) Brindar por intermedio de las Secretarías de 
Equidad de Género o su similar departamentales o 
municipales, información a las víctimas sobre las 
instituciones públicas o privadas encargadas de su 
atención;

l) Recibir reportes estadísticos departamenta-
les y municipales sobre denuncias recibidas, casos 
atendidos y medidas de protección adoptadas;

m) Recomendar a cada una de las Secretarías de 
Equidad de Género o similar, a nivel departamen-
tal o municipal políticas o medidas según el reporte 
estadístico;

n) Delegar visitas departamentales o municipa-
les por intermedio de las Secretarías de Equidad de 
Género o similar a los municipios que consideren 
pertinentes.

Artículo 7°. Acciones. Con el objetivo de llegar 
a cada municipio la unidad conformará grupos re-
gionales que realizarán auditorías a las Entidades 
de Atención a la Mujer Violentada de acuerdo a lo 
arrojado por el Sistema de Información por la Dig-
nidad de la Mujer, la cual analizará el protocolo de 

-
cieros que cuenta cada Entidad para hacer cumplir 
la legislatura vigente en contra de las mujeres mal-
tratadas.

Artículo 8º. Reunión de la Unidad. La Unidad 

resultados obtenidos por los grupos regionales, y 
los datos recopilados por el Sistema de Información 

el plan de trabajo y/o acciones con cada Entidad. 
Además, se presentarán los informes de gestión 
realizados por la ACPEM (Alta Consejería Presi-
dencial para la Equidad de la Mujer), por medio de 
la Mesa Interinstitucional para Erradicar la Violen-
cia contra las Mujeres, el Observatorio de Asuntos 
de Género (OAG), y el comité de seguimiento a la 
Ley 1257 de 2008.
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Del sistema integral de apoyo a la mujer  
y a la menor en situación de maltrato

Artículo 9º. Sistema Integral de Apoyo a la 
Mujer y a la Menor en Situación de Maltrato. Es 

-
guientes instancias, instituciones y funcionarios en 
los niveles nacional y territorial, y tiene como pro-
pósito la prevención y protección real y efectiva de 
las mujeres de cualquier edad y condición contra el 
feminicidio, la violencia, daño, abuso o maltrato de 
que son o llegaren a ser víctimas:

1. La Comisión Intersectorial denominada 
“Mesa Interinstitucional para Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres” creada por el Decreto número 
164 de 2010, que coordinará el funcionamiento del 
Sistema.

2. Las autoridades que integran el Comité de Se-
guimiento creado en virtud del artículo 35 de la Ley 
1257 de 2008.

3. El (la) Fiscal General de la Nación o su dele-
gado (a).

4. El Director (a) del Instituto Colombia-
no de Medicina Legal y Ciencias Forenses o su 
delegado(a), entidad adscrita a la Fiscalía General 
de la Nación.

5. Los Gobernadores.
6. Los Alcaldes Distritales y Municipales.
Sin perjuicio de los deberes y obligaciones se-

ñalados en la presente ley el propósito del Sistema 
se cumplirá además por parte de cada instancia, en-
tidad y funcionario a través de la ejecución de las 
responsabilidades y funciones a ellos asignadas en 
la normatividad a que hace referencia el artículo 2º.

Artículo 10. 
Violencia contra la Mujer. Es la base de datos na-
cional que recoge todos los reportes actualizados de 
casos de feminicidio, abuso, maltrato o violencia en 
cualquiera de sus manifestaciones contra niñas y mu-
jeres, así como de las medidas de apoyo y protección 
brindadas en cada evento, que entregarán permanen-
temente las instancias, instituciones y funcionarios 
en los niveles nacional y territorial que conforman el 
Sistema Integral de Apoyo a la Mujer y a la Menor 
en Situación de Maltrato y cuyo propósito principal 

-
caz con las disposiciones internacionales e internas 
aplicables en la materia a través de la adopción de 
políticas públicas, expedición de legislación, diseño 
de planes y programas de acción y cumplimiento de 
las garantías constitucionales.

de Violencia contra la Mujer los siguientes:

gubernamentales de urgente aplicación hacia las 
mujeres y niñas en situación de violencia, incluyen-
do las alertas de género;

b) Generar un registro de datos sobre las órdenes 
de protección y las personas sujetas a ellas en calidad 
de agresores o víctimas, para impulsar las acciones 
de política criminal que correspondan, lo mismo que 

-
ciente y oportuna entre las autoridades e instancias 
responsables de su ejecución y seguimiento;

y permanente para que el Estado actúe con la de-
-

dad y protección de las mujeres y niñas afectadas 
o en riesgo por cualquier forma de abuso, maltrato 
o violencia;

d) Sustentar la creación y el fortalecimiento de 
servicios, especializados para atender y proteger a 
las mujeres y niñas afectadas o en riesgo por cual-
quier forma de abuso, maltrato o violencia;

e) Sustentar la creación y consolidación de redes 
interinstitucionales y comunitarias para el impulso 
de políticas locales y sectoriales para la prevención, 
atención, sanción y erradicación de la violencia 
contra las mujeres y niñas.

Parágrafo 1°. La operación y actualización del 

Mujer estará a cargo del Observatorio de Asuntos 
de Género (OAG) del Departamento Administrati-
vo de la Presidencia de la República.

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de su obligación pri-
mordial de participar en la estructuración, aplica-
ción y seguimiento de la política pública de Apoyo 
a la Mujer y a la Menor en Situación de Maltrato, 
las instancias y entidades que conforman el Sistema 
concurrirán, bajo la coordinación de la Mesa Inte-
rinstitucional para Erradicar la Violencia contra las 
Mujeres y dentro de la órbita de sus competencias 
constitucionales y legales, en la implementación, 
puesta en marcha y alimentación permanente del 

Mujer, dentro del año siguiente a la expedición de 
la presente ley.

Parágrafo 3°. Lo dispuesto en este artículo debe 
entenderse sin perjuicio de las disposiciones vigen-
tes sobre aporte de información relativa a violencia 
de género y violencia contra la mujer, particular-
mente las señaladas en la Ley 1257 de 2008, artícu-
lo 9° num. 9, y en el Decreto Presidencial número 
164 de 2010, artículo 3º lit. k.

Artículo 11. Nivel Territorial. La articulación 
del nivel territorial en el Sistema Integral de Apoyo 
a la Mujer y a la Menor en Situación de Maltrato 
procederá respecto de los departamentos, distritos 
y municipios.

En cada departamento y distrito deberá exis-
tir un Centro de Atención Integral de Apoyo a la 
Mujer y a la Menor en Situación de Maltrato, res-
ponsable de la coordinación en la aplicación de las 
disposiciones contenidas en la presente ley, el cual 
deberá atender y hacer seguimiento permanente a 
los programas derivados de la misma en cada mu-
nicipio o localidad, según la división administrativa 
y territorial correspondiente.

Son funciones de los Centros Regionales de 
Atención Integral de Apoyo a la Mujer y a la Menor 
en Situación de Maltrato:

a) Implementar esquemas de atención, apoyo y 

las mujeres y sus núcleos familiares víctimas de 
feminicidio, violencia o cualquier forma de abuso 
o maltrato, de acuerdo con la legislación vigente 
y con los lineamientos y programas que diseñe el 
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Sistema Integral de Apoyo a la Mujer y a la Menor 
en Situación de Maltrato;

b) Incluir en sus esquemas de prevención y pro-
tección, y velar porque las autoridades señaladas 
en esta ley apliquen en el nivel territorial, todas las 
medidas de sensibilización y prevención, educati-
vas, laborales, de salud, de protección, de atención 
y de estabilización señaladas en los artículos 9°, 10, 
11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22 y 23 de 

-
quen, complementen o deroguen;

c) Como miembros del Sistema Integral de Apo-
yo a la Mujer y a la Menor en Situación de Maltra-
to crear el registro estadístico de todos los casos de 
feminicidio, violencia o cualquier forma de abuso o 
maltrato contra las niñas y las mujeres en su jurisdic-
ción, así como de las medidas de apoyo y protección 

-
lidad de los expedientes generados y realizar los re-
portes periódicos actualizados con destino al Regis-

de que trata el artículo 5º de la presente ley;
d) Participar a través del funcionario o depen-

dencia designada para su funcionamiento y coordi-
nación en la adopción y consolidación del Sistema 
en el nivel territorial a través de aportes concretos 
para el desarrollo de la política pública regional, in-
volucrando a las autoridades locales de salud, edu-

difusión y capacitación sobre los objetivos, deberes 
y alcances del mismo;

e) Estructurar bajo los lineamientos del Siste-
ma Integral de Apoyo a la Mujer y a la Menor en 
Situación de Maltrato y en coordinación con las 
autoridades locales competentes los programas de 
reeducación integral para los agresores, programas 
educativos sobre la igualdad y la equidad entre los 
géneros, programas de información masiva sobre 
el fenómeno del feminicidio y la violencia contra 
mujeres y niñas;

f) Promover en coordinación con las demás au-
toridades locales y bajo los lineamientos del Siste-
ma Integral de Apoyo a la Mujer y a la Menor en 
Situación de Maltrato acciones y programas espe-

-
ción dirigidos a las autoridades responsables de la 
administración de justicia, autoridades de policía y 
demás funcionarios encargados de las medidas de 
prevención, atención, sanción y eliminación de la 
violencia contra las mujeres;

g) Propiciar, bajo los lineamientos del Sistema 
Integral de Apoyo a la Mujer y a la Menor en Situa-
ción de Maltrato, la aplicación de protocolos de re-
colección de información focalizada en los casos de 
feminicidio, violencia y abuso contra niñas y muje-
res en su jurisdicción, por parte de las Secretarías 
de Salud, que incluyan por lo menos los siguientes 
elementos:

– Número de víctimas atendidas en los centros y 
servicios hospitalarios por estas causas;

– Situaciones de violencia detectadas que tengan 
como objeto a las niñas mujeres;

– El tipo de violencia por la cual se atendió a la 
víctima;

– Los efectos causados por el evento de vio-
lencia; y

– Los recursos erogados en la atención de las 
víctimas.

h) Gestionar los convenios de apoyo y coopera-
ción con autoridades y organismos y entidades de 
derecho público o privado para garantizar el apoyo, 

víctimas de feminicidio y violencia contra mujeres 
y niñas;

i) En el nivel regional o local promover, apoyar 
e impulsar la investigación y la elaboración de diag-
nósticos estadísticos sobre las causas, la frecuencia 
y las consecuencias del feminicidio y la violencia 

atender, sancionar y erradicar todo tipo de violencia;
j) Promover la cultura de denuncia de los casos 

de feminicidio, violencia, maltrato o abuso contra 
las niñas y mujeres;

k) Servir de enlace interinstitucional en lo local 
y regional en el intercambio de información relati-
va a estadísticas, patrones de ocurrencia, situacio-
nes de alerta o variables sociales que involucren de 
manera actual o potencial riesgos para las mujeres 
y niñas de su comunidad;

l) Monitorear el uso de los medios de comunica-

o campañas comerciales contribuyan o favorezcan 
cualquier forma de discriminación o maltrato con-

-
cación de tales eventos; y

m) Las demás que se consideren necesarias para 
el cumplimiento de los objetivos generales del Sis-
tema.

Parágrafo 1°. Los esquemas de atención, apo-
yo y protección señalados en el literal a) de este 
artículo deben contemplar atención médica básica 
urgente y estabilización, asistencia sicológica y 
legal inmediata y acompañamiento en escenarios 
administrativos o judiciales, y la adopción de las 
medidas mínimas de protección y seguridad física 
urgente que demande el caso. En ningún evento 

atención y protección de la niña, mujer o miem-
bro de núcleo familiar amenazado o afectado que 
acuda a solicitar el apoyo y protección del Centro 
Regional.

Parágrafo 2°. En cumplimiento de las activi-
dades señaladas en el literal b) de este artículo es 
deber de obligatorio cumplimiento por parte de los 
funcionarios destinados a la atención del Centro 
Regional, reportar las omisiones, dilaciones u obs-
trucción de las autoridades judiciales, forenses o de 
policía en la atención de los casos puestos bajo su 
conocimiento o aquellos asignados en cumplimien-
to de la presente ley. 

Parágrafo 3°. En aquellos distritos o municipios 
en que existan Centros de Convivencia o Casas de 
Justicia se adoptarán por parte de las autoridades 
territoriales las medidas correspondientes, bajo la 
supervisión del Ministerio del Interior y de Justicia 
o quien haga sus veces, para implementar en dichas 
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dependencias los Centros de Atención de que trata 
el presente artículo.

Responsabilidad Institucional
Artículo 12. En el marco de operación del Sis-

tema Integral de Apoyo a la Mujer y a la Menor 
en Situación de Maltrato corresponde a la Policía 
Nacional:

a) Promover la formación y especialización de 
todos los funcionarios de la entidad responsables 
o encargados de la atención y conocimiento de los 
casos de feminicidio, violencia, maltrato o abuso 
contra las niñas y mujeres, sobre los derechos hu-
manos de estas;

b) Proporcionar a través de los funcionarios res-
ponsables o encargados de la atención y conoci-
miento de los casos de feminicidio, violencia, mal-
trato o abuso contra las niñas y mujeres orientación 

protección;
c) Brindar a las víctimas o al agresor, según co-

rresponda, la información integral sobre las institu-
ciones públicas o privadas encargadas de su aten-
ción;

d) Proporcionar a las instancias encargadas den-
tro del Sistema la información estadística y la de-
más que se requiera relativa a los asuntos de su co-
nocimiento y competencia sobre víctimas atendidas 
por casos de feminicidio, violencia, maltrato o abu-
so contra las niñas y mujeres, lo mismo que sobre 
agresores, patrones de ocurrencia y otras variables 
de incidencia en materia criminológica o penal que 
sean de su conocimiento;

e) Brindar en concordancia con lo dispuesto en 
el parágrafo 1º del artículo 6º de esta ley, dentro 
de la órbita de sus competencias constitucionales 
y legales y atendiendo los lineamientos que en la 
materia establezca el Sistema Integral de Apoyo a 
la Mujer y a la Menor en Situación de Maltrato, 
la protección urgente y necesaria que se requiera 
para salvaguardar la integridad física de las mujeres 
y niñas que denuncien cualquier tipo de violencia, 
maltrato o abuso cometido en su contra;

f) Participar en el diseño de los lineamientos de 
la política integral para la prevención del feminici-
dio, violencia, abuso o cualquier forma de maltrato 
contra las mujeres y niñas, en el marco del Sistema 
Integral de que trata la presente ley;

g) Las demás que surjan de la aplicación de esta 
-

quen, o deroguen.
Artículo 13. En el marco de operación del Sis-

tema Integral de Apoyo a la Mujer y a la Menor 
en Situación de Maltrato corresponde a la Fiscalía 
General de la Nación:

a) Promover la formación y especialización de 
todos los funcionarios de la entidad responsables 
o encargados de la atención y conocimiento de los 
casos de feminicidio, violencia, maltrato o abuso 
contra las niñas y mujeres sobre los derechos hu-
manos de estas;

b) Proporcionar a través de los funcionarios res-
ponsables o encargados de la atención y conoci-
miento de los casos de feminicidio, violencia, mal-

trato o abuso contra las niñas y mujeres orientación 

protección;
c) Brindar a las víctimas o al agresor, según corres-

ponda, la información integral sobre las instituciones 
públicas o privadas encargadas de su atención;

d) Proporcionar a las instancias encargadas den-
tro del Sistema la información estadística y la de-
más que se requiera relativa a los asuntos de su co-
nocimiento y competencia sobre víctimas atendidas 
por casos de feminicidio, violencia, maltrato o abu-
so contra las niñas y mujeres, lo mismo que sobre 
agresores, patrones de ocurrencia y otras variables 
de incidencia en materia criminológica o penal que 
sean de su conocimiento;

e) Brindar en concordancia con lo dispuesto en 
el parágrafo 1º del artículo 6º de esta ley, dentro 
de la órbita de sus competencias constitucionales 
y legales y atendiendo los lineamientos que en la 
materia establezca el Sistema Integral de Apoyo a 
la Mujer y a la Menor en Situación de Maltrato, 
la protección urgente y necesaria que se requiera 
para salvaguardar la integridad física de las mujeres 
y niñas que denuncien cualquier tipo de violencia, 
maltrato o abuso cometido en su contra;

f) Participar en el diseño de los lineamientos de 
la política integral para la prevención del feminici-
dio, violencia, abuso o cualquier forma de maltrato 
contra las mujeres y niñas, en el marco del Sistema 
Integral de que trata la presente ley; y

g) Las demás que surjan de la aplicación de esta 
-

quen, o deroguen.
Artículo 14. En el marco de operación del Sis-

tema Integral de Apoyo a la Mujer y a la Menor en 
Situación de Maltrato el Instituto Colombiano de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses deberá:

a) Apoyar a las autoridades judiciales mediante 
el aporte de pruebas periciales integradas y contex-
tualizadas en la investigación de los casos relativos 
a feminicidio, violencia, abuso o maltrato contra 
niñas y mujeres;

b) Garantizar y brindar un manejo integral a las 
personas involucradas en casos relativos a femini-
cidio, violencia, abuso o maltrato contra niñas y 
mujeres para el restablecimiento de sus derechos 
en salud, protección y justicia, mediante la coor-
dinación interinstitucional efectiva con los demás 
sectores estatales involucrados;

c) Establecer los procedimientos que deben 
cumplir los distintos organismos y personas que 
realicen funciones relacionadas con la emisión de 
pruebas periciales en la investigación de los casos 
relativos a feminicidio, violencia, abuso o maltrato 
contra niñas y mujeres;

d) Promover, actualizar y difundir los documen-
tos y guías técnicas de la ejecución del abordaje 
forense integral en la investigación de los casos re-
lativos a feminicidio, violencia, abuso o maltrato 
contra niñas y mujeres;

e) Promover y facilitar el mejoramiento conti-
nuo de los procedimientos del proceso de abordaje 
forense integral en la investigación de los casos re-
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lativos a feminicidio, violencia, abuso o maltrato 
contra niñas y mujeres;

f) Proporcionar en todos los casos una atención 
que respete la dignidad de las personas afectadas en 
el proceso de investigación de casos relativos a fe-
minicidio, violencia, abuso o maltrato contra niñas 
y mujeres;

g) Las demás que se consideren necesarias para 
el cumplimiento de los objetivos generales del Sis-
tema.

Mecanismos de seguimiento y control
Artículo 15. Informes. Dentro del año siguiente 

a la expedición de esta ley y con periodicidad anual 
los organismos y autoridades que conforman el Sis-
tema Integral de Apoyo a la Mujer y a la Menor en 
Situación de Maltrato presentarán ante la Comisión 
Legal para la Equidad de la Mujer del Congreso de 
la República informe sobre:

1. El estado de los compromisos y obligaciones 
señaladas en esta ley a cargo de cada entidad.

2. Centros de Atención Integral de Apoyo a la 
Mujer y a la Menor en Situación de Maltrato pues-
tos en funcionamiento en departamentos, distritos 
y municipios.

3. Reportes estadísticos sobre denuncias recibi-
das, casos atendidos y medidas de protección adop-
tadas.

4. Acciones judiciales y prejudiciales adelanta-
das con fundamento en tales denuncias.

-
puestas o en ejecución contra servidores públicos 
por omisión en el cumplimiento de lo dispuesto en 
la normatividad vigente sobre sensibilización, pre-
vención y sanción de formas de violencia y discri-
minación contra las mujeres.

-
puestas o en ejecución contra servidores públicos 
por la comisión de actos o delitos de abuso, maltra-
to o violencia contra las mujeres y las niñas.

7. La Mesa Interinstitucional para Erradicar la 
Violencia contra las Mujeres incluirá en su infor-

la aplicación de la normatividad vigente relativa a 
prevención y protección contra todas las formas de 
abuso, maltrato y violencia contra las mujeres y las 

adecuación normativa que se consideren pertinentes.
Parágrafo 1°. El informe anual a cargo de la 

Mesa Interinstitucional para Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres subsumirá las obligaciones que 
en la materia establecen el Decreto número 164 de 
2010 (Art. 3º) y la Ley 1257 de 2008 (Art. 35).

Parágrafo 2°. Dentro del informe anual a cargo 
de la Mesa Interinstitucional para Erradicar la Vio-
lencia contra las Mujeres, la Consejería Presiden-
cial para la Equidad de la Mujer incluirá los logros 
y avances del Programa Integral contra la Violencia 
Basada en Género y el Plan Estratégico para la De-
fensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia 
en Colombia.

Artículo 16. Responsabilidad. El incumpli-
miento de los deberes y obligaciones que recaen en 

las instancias, entidades y funcionarios señalados 
en esta ley y en aquellas invocadas en el artículo 2º 
será considerado causal de mala conducta y sancio-
nado disciplinariamente sin perjuicio de las accio-

Disposiciones varias
Artículo 17. Modifíquese el inciso primero del 

artículo 2º de la Ley 1257 de 2008 el cual quedará 
así:

“
mujer. o  olenc a cont a la je  e ent en e el 
e n c o en to a   o a  ncl yen o c al-

e  acc n  o n e le ca e e te  a o o 
ento co  e al  col co  en o ta -

b n olenc a c al e  e j c o econ co o a-
t on al o   con c n e je  a  co o la  
a ena a  e tale  acto  la coacc n o la ac n 
a b t a a e la l be ta  b en ea e e e ente 
en el b to bl co o en el a o

Artículo 18. Recursos. Todas las entidades e 
instituciones integrantes del Sistema deberán in-
cluir en sus respectivos planes anuales las acciones 
necesarias para dar cumplimiento a las obligacio-

deberán contemplar los recursos necesarios en sus 
presupuestos.

Artículo 19. Transitorio. Dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la 
presente ley la Secretaría Técnica de la Mesa Inte-
rinstitucional para Erradicar la Violencia contra las 
Mujeres convocará a las instancias, instituciones y 
funcionarios en los niveles nacional y territorial que 
conforman el Sistema Integral de Apoyo a la Mu-
jer y a la Menor en Situación de Maltrato para su 
instalación, determinación de reglamento y puesta 
en funcionamiento. Las autoridades territoriales se-
ñaladas en los numerales 5 y 6 del artículo 4º de 
la presente ley asistirán a través de los Presidentes 
de la Federación Colombiana de Departamentos y 
de la Federación Colombiana de Municipios, como 
sus representantes.

Artículo 20. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación.

Atentamente,
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SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., abril 18 de 2013
En Sesión Plenaria del día 17 de abril de 2013, 

-
Proyecto de ley número 

052 de 2012 Cámara, acumulado al Proyecto de 
ley número 003 de 2012 Cámara, o  e o e la 
c al e a t c la en lo  n ele  nac onal y te to al 
el te a nte al e A oyo a la je  y a la e-
no  en t ac n e alt ato  e c ea la n a  e 

lanc a cont a el alt ato a la je  y e ctan 
ot a  o c one  
proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario 
y de esta manera dar cumplimiento con lo estable-
cido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo 
anterior, según consta en el Acta de Sesión Plena-
ria número 197 del 17 de abril de 2013, previo su 
anuncio el día 16 de noviembre de los corrientes, 
según Acta de Sesión Plenaria número 196.

o e be to ant lla e ano
Secretaría General.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 037 DE 

2012 CÁMARA
o  la c al e o can al no  a t c lo  e la  
eye   e   e  y e a o tan e-

a  a a a ant a  el acce o a la j t c a e la  
ct a  e olenc a e al  en e ec al la olen-

c a e al con oca n al con cto a a o  y e 
ctan ot a  o c one
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Disposiciones generales
Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley tie-

ne por objeto la adopción de medidas para garantizar 
el derecho de acceso a la justicia de las víctimas de 
violencia sexual, en especial de la violencia sexual 

buscan atender de manera prioritaria las necesidades 
de las mujeres, niñas, niños y adolescentes víctimas.

Artículo 2°. Violencia sexual. La violencia se-
xual es toda acción u omisión que vulnere o atente 
contra la libertad sexual, la autonomía sexual, la in-
tegridad sexual y la formación sexual, independien-
temente de la relación del agresor con la víctima 
y del ámbito en el que se desarrolle. Es una grave 
violación de los Derechos Humanos y según el con-
texto una grave infracción al Derecho Internacional 
Humanitario, que afecta especialmente a las muje-
res, niñas, niños y adolescentes.

De acuerdo con los móviles y circunstancias en 
que ocurren los hechos que constituyen la violencia 
sexual, pueden llegar a constituirse en un acto de 
genocidio, un crimen de guerra, o un crimen de lesa 
humanidad.

CAPÍTULO II
De los tipos penales

Artículo 3°. Adiciónese el artículo 139A de la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 139A. Acceso carnal abusivo con per-
sona protegida menor de catorce años. El que, con 

carnalmente a persona protegida menor de cator-
ce (14) años, incurrirá en prisión de ciento sesenta 
(160) a trescientos veinticuatro (324) meses y mul-
ta de seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis 
(666.66) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Artículo 4°. Adiciónese el artículo 139B de la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 139B. Actos sexuales con persona 
protegida menor de catorce años. El que con oca-

actos sexuales diversos del acceso carnal con per-
sona protegida menor de catorce (14) años o en su 
presencia, o la induzca a prácticas sexuales, incurri-
rá en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento sesen-
ta y dos (162) meses y multa de ciento treinta y tres 
punto treinta y tres (133.33) a setecientos cincuenta 
(750) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 141 de la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 141. Prostitución forzada en perso-
na protegida. El que, con ocasión y en desarrollo 

a prestar servicios sexuales, por medio de la vio-
lencia, incurrirá en prisión de ciento sesenta (160) 
a trescientos veinticuatro (324) meses y multa 
de seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis 
(666.66) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Artículo 6°. Adiciónese el artículo 141A a la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 141A. Esclavitud sexual en persona 
protegida. El que, con ocasión y en desarrollo del 

-
recho de propiedad por medio de la violencia sobre 
persona protegida para que realice uno o más actos 
de naturaleza sexual, incurrirá en prisión de ciento 
sesenta (160) a trescientos veinticuatro (324) meses 
y multa de seiscientos sesenta y seis punto sesenta y 
seis (666.66) a mil quinientos (1.500) salarios míni-
mos legales mensuales vigentes.

Artículo 7°. Adiciónese el artículo 141B a la Ley 
599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 141B. Trata de personas en persona 
 El que, 

capte, traslade, acoja o reciba a una persona protegi-
da dentro del territorio nacional o hacia el exterior, 

de trece (13) a veintitrés (23) años y una multa de 
ochocientos (800) a mil quinientos (1.500) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.

Para efectos de este artículo se entenderá por 
explotación de carácter sexual el obtener provecho 

otra persona, mediante la explotación de la prosti-
tución ajena, el matrimonio servil, el turismo se-
xual o cualquier otra forma de explotación sexual.

Artículo 8°. Adiciónese el artículo 139A a la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 139A. Esterilización forzada en per-
sona protegida. El que con ocasión y en desarrollo 



GACETA DEL CONGRESO  236  Viernes, 26 de abril de 2013 Página 19

-
cia, a persona protegida de la capacidad de repro-
ducción biológica, incurrirá en prisión de sesenta 
y cuatro (64) a ciento sesenta y dos (162) meses 
y multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres 
(133.33) a setecientos cincuenta (750) salarios mí-
nimos legales mensuales vigentes.

Parágrafo. No se entenderá como esterilización 
forzada cuando la privación de la capacidad de re-

-
miento médico o clínico de la víctima.

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 139B a la Ley 
599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 139B. Embarazo forzado en persona 
protegida. 
habiendo dejado en embarazo a persona protegida 
como resultado de una conducta constitutiva de ac-
ceso carnal violento, abusivo o en persona puesta 
en incapacidad de resistir, obligue por sí a quien 
ha quedado en embarazo a continuar con la gesta-
ción, incurrirá en prisión de ciento sesenta meses 
(160) a trescientos veinticuatro (324) meses y mul-
ta de seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis 
(666.66) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Artículo 10. Adiciónese el artículo 139C a la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 139C. Desnudez forzada en persona 
protegida. El que, con ocasión y en desarrollo del 

-
cialmente o a permanecer desnuda, por medio de la 
violencia a persona protegida, incurrirá en prisión 
de sesenta y cuatro (64) a ciento sesenta y dos (162) 
meses y multa de ciento treinta y tres punto treinta 
y tres (133.33) a setecientos cincuenta (750) sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 11. Adiciónese el artículo 139B a la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 139B. Aborto forzado en persona pro-
tegida. El que con ocasión y en desarrollo del con-

obligue a interrumpir el embarazo de persona prote-
gida sin su consentimiento, incurrirá en prisión de 
ciento sesenta meses (160) a trescientos veinticua-
tro (324) meses y multa de seiscientos sesenta y seis 
punto sesenta y seis (666.66) a mil quinientos (1.500) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 12. Adiciónese el artículo 212A a la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 212A. Violencia. Para los efectos de 
las conductas descritas en los capítulos anteriores 
que constituyen violencia sexual, se entenderá por 
violencia, el uso de la fuerza, o la amenaza de la 
fuerza o la coacción, como la causada por el temor 
a la violencia, la intimidación, la detención ilegal, 
la opresión psicológica o el abuso de poder, la uti-
lización de entornos de coacción que impidan a la 
víctima dar su libre consentimiento.

Artículo 13. Adiciónese el numeral 5 al artículo 
216 de la Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

5. La conducta se cometiere como forma de reta-
liación, represión o silenciamiento de personas que 
forman parte de organizaciones sociales, comunita-

rias o políticas o que se desempeñan como líderes o 
defensoras de Derechos Humanos.

CAPÍTULO III
De la investigación y juzgamiento

Artículo 14. Derechos y garantías para las víc-
timas de violencia sexual. Las víctimas de violen-
cia sexual sin perjuicio de los derechos, garantías y 
medidas establecidos en los artículos 11 y 14, y el 
Capítulo IV del Título IV de la Ley 906 de 2000; 
en los artículo 8°, 19, 20, 21 y 22 de la Ley 1257 
de 2008; en los artículos 35, 36, 38, 39, 40, 41, 42, 
43, 44, 52, 53, 54, 69, 132, 135, 136, 137, 139, 140, 
149, 150, 151, 181, 182, 183, 184, 186, 187, 188, 
190, 191 de la Ley 1448 de 2011; en el artículo 54 
de la Ley 1438 de 2011; en el artículo 15 de la Ley 
360 de 1997; en los artículos 192, 193, 194, 195, 
196, 197, 198 de la Ley 1098 de 2006 y demás dis-
posiciones, tienen derecho a:

1. Que se preserve en todo momento la intimidad 
y privacidad de la víctima menor de edad, mante-

su residencia, teléfono, lugar de trabajo o estudio, 
entre otros aspectos. Dicha protección incluye a su 
familia y allegados. Esta garantía se aplicará a las 
víctimas mayores de edad, si así lo deciden.

2. Que se les extienda copia de la denuncia, del 
reconocimiento médico legal y de cualquier otro 
documento de interés para la víctima.

3. No ser discriminadas en razón de su pasado 
ni de su comportamiento u orientación sexual ni 
por ninguna otra causa respetando el principio de 
igualdad y no discriminación, en cualquier ámbito 
o momento de la atención, especialmente por los 
operadores de justicia y los intervinientes en el pro-
ceso judicial.

4. Ser atendida por personas formadas en De-
rechos Humanos, y enfoque diferencial. Todas las 
instituciones involucradas en la atención a víctimas 
de violencia sexual harán esfuerzos presupuestales, 
pedagógicos y administrativos para el cumplimien-
to de esta obligación.

5. El derecho a no ser confrontadas con el agresor, 
a no ser sometidas a pruebas repetitivas y a solicitar 
a las autoridades judiciales que se abstengan de or-
denar la práctica de pruebas o excluyan las ya prac-
ticadas que conlleven una intromisión innecesaria o 
desproporcionada de su derecho a la intimidad.

6. Ser atendidas en lugares accesibles, que ga-
ranticen la privacidad, salubridad, seguridad y co-
modidad.

7. Ser protegidas contra toda forma de coerción, 
violencia o intimidación, directa o sobre sus fami-
lias o personas bajo su custodia.

8. A que se valore el contexto en que ocurrieron 
los hechos objeto de investigación sin prejuicios 
contra la víctima.

9. A contar con asesoría, acompañamiento y asis-
tencia técnica legal en todas las etapas procesales y 
desde el momento en que el hecho sea conocido por 
las autoridades. Las entrevistas y diligencias que se 
surtan antes de la formulación de imputación de-
berán realizarse en un lugar seguro y que le genere 
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impedirle estar acompañada por un abogado o abo-
gada, o psicóloga/o. Se deberán garantizar lugares 
de espera para las víctimas aislados de las áreas en 
las que se desarrollan las diligencias judiciales, que 
eviten el contacto con el agresor o su defensa, y con 
el acompañamiento de personal idóneo.

10. A que se les brinde iguales oportunidades 
para rendir declaración como a los demás testigos, 
y se adopten medidas para facilitar dicho testimo-
nio en el proceso penal.

11. A que se considere su condición de especial 
vulnerabilidad, atendiendo a su condición etaria, 
de discapacidad, pertenencia a un grupo étnico, 
pertenencia a poblaciones discriminadas o a orga-
nizaciones sociales o colectivos que son objeto de 
violencia sociopolítica, en la adopción de medidas 
de prevención, protección, en garantías para su par-
ticipación en el proceso judicial y para determinar 
su reparación.

12. La mujer embarazada víctima de acceso car-
-

to armado, tendrá derecho a ser informada, aseso-
rada y atendida sobre la posibilidad de continuar o 
interrumpir el embarazo.

Parágrafo 1°. Los funcionarios públicos que en el 
desarrollo del proceso penal o cualquier otro tipo de 
actuación jurisdiccional o administrativa incumplan 
sus obligaciones respecto de la garantía de los dere-
chos de las víctimas de violencia sexual, responderán 
ante los Tribunales y Juzgados competentes, y ante 
las autoridades disciplinarias por dichas conductas.

El Ministerio Público vigilará el cumplimiento 
de los derechos de las víctimas de violencia sexual 
de manera prioritaria. Las investigaciones sobre 
presuntas faltas disciplinarias se adelantarán a tra-
vés del procedimiento verbal establecido en el Ca-
pítulo I del título XI del código disciplinario único.

Parágrafo 2°. En el término de un (1) año a par-
tir de la entrada en vigencia de la presente ley, la 
Fiscalía General de la Nación, el Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, las Comisarías 
de Familia, la Policía Nacional, el Consejo Supe-
rior de la Judicatura, la Defensoría del Pueblo, el 
Ministerio de Salud y demás autoridades involucra-
das en los procesos de atención integral y acceso a 
la justicia de las víctimas de violencia sexual, ten-
drán que presentar un informe detallado al Comité 
de Seguimiento sobre las medidas implementadas 
para la adecuación y fortalecimiento institucional 
que garanticen los derechos y garantías consagra-
das en este artículo.

Artículo 15. Criterios para la investigación pe-
nal. La autoridad judicial competente adelantará la 
investigación y el juzgamiento de los delitos que 
constituyen violencia sexual con ocasión del con-

siguientes criterios:
1. Contexto en que ocurrieron los hechos objeto 

de investigación.
2. Circunstancias en las que ocurrieron los he-

chos.
3. Patrones de comisión de la conducta punible.

4. Carácter generalizado o sistemático del ata-
que en virtud del cual se desarrolle la conducta.

5. Conocimiento del ataque generalizado o sis-
temático.

6. Pertenencia del sujeto activo a un aparato or-
ganizado de poder que actúe de manera criminal.

7. Realización de la conducta en desarrollo de 
una política del grupo organizado.

Artículo 16. Crimen de lesa humanidad como 
verdad judicial. La autoridad judicial competente 
que adelante la investigación y el juzgamiento, de-
berá declarar que la(s) conducta(s) por la cual se in-
vestiga o juzga es de lesa humanidad, cuando esta(s) 
se inscriban, haga(n) parte o sea(n) cometida(s) en 
el contexto de un ataque generalizado o sistemático 
y con conocimiento de dicho ataque, y reúna(n) los 
demás requisitos establecidos por los tratados inter-

Artículo 17. Modifíquese el inciso segundo del 

Ley 1426 de 2010 en los siguientes términos:
El término de prescripción para las conductas 

punibles de tortura, homicidio de miembro de una 
organización sindical legalmente reconocida, ho-
micidio de defensor de Derechos Humanos, y ho-
micidio de periodista será de treinta (30) años. En 
las conductas punibles de ejecución permanente el 
término de prescripción comenzará a correr desde 
la perpetración del último acto. La acción penal 
para los delitos de lesa humanidad y crímenes de 
guerra será imprescriptible.

Artículo 18. Obligación de adelantar las inves-
tigaciones en un plazo razonable y bajo el impul-
so de los funcionarios judiciales. En los casos que 

Magistrado deben actuar con debida diligencia; de-

en la investigación para evitar que haya impunidad.
La investigación debe iniciarse de manera inme-

diata al conocimiento de los hechos y ser llevada a 
cabo en un plazo razonable. El Impulso de la inves-
tigación es un deber jurídico propio, no debe recaer 
esta carga en la iniciativa de la víctima, en su parti-
cipación en el proceso o depender de su retractación. 

caso corroborar los motivos que promovieron esta 
decisión de la víctima, especialmente aquellos re-
feridos a las condiciones de seguridad, medidas de 
protección y posibles situaciones de revictimización.

-
po de investigadores criminalísticos con personal 
capacitado en delitos sexuales, con quienes adecua-
rá el programa metodológico de la investigación de 
acuerdo a las características de cada caso y aten-
diendo a las características étnicas, etarias y socioe-
conómicas de la víctima.

Las actuaciones adelantadas por los funciona-
rios judiciales deberán respetar en todo momento 
la dignidad de las víctimas de violencia sexual y 
atender sus necesidades de tal manera que no cons-
tituyan actos de revictimización.

Artículo 19. Principios de prueba en casos de 
violencia sexual. En los casos en que se investiguen 
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delitos que involucren violencia sexual, el personal 
de policía judicial, de Medicina Legal, Ministerio 
Público, de Fiscalía, y de Judicatura aplicará las si-
guientes reglas en el recaudo, práctica y valoración 
de las pruebas:

1. El consentimiento no podrá inferirse de nin-
guna palabra, gesto o conducta de la víctima cuan-
do la fuerza, la amenaza de la fuerza, la coacción o 
el aprovechamiento de un entorno coercitivo hayan 
disminuido su capacidad para dar un consentimien-
to voluntario y libre.

2. El consentimiento no podrá inferirse de nin-
guna palabra, gesto o conducta de la víctima cuan-
do esta sea sin un consentimiento voluntario y li-
bre.< o:p>

3. El consentimiento no podrá inferirse del si-
lencio o de la falta de resistencia de la víctima a la 
supuesta violencia sexual.

4. La credibilidad, la honorabilidad o la dispo-
nibilidad sexual de la víctima o de un testigo, sus 
representantes o familiares, no podrán inferirse de 
la naturaleza sexual del comportamiento anterior o 
posterior de la víctima o de un testigo.

5. No se investigará el comportamiento sexual 
anterior o ulterior de la víctima o de un testigo.

6. El Juez o Magistrado no admitirá pruebas so-
bre el comportamiento sexual anterior o ulterior de 
la víctima o de un testigo.

7. El Juez o Magistrado no admitirá pruebas que 
propicien discriminaciones por razones religiosas, 
étnicas, ideológicas, políticas, u otras.

Artículo 20. Elementos para la conducción de 
la investigación y apreciación de las pruebas en 
casos de violencia sexual. Sin perjuicio de los prin-
cipios de libertad probatoria, de la presunción de 
inocencia y la autonomía judicial, los funcionarios 
competentes tendrán en cuenta los siguientes ele-
mentos como criterios en la conducción de la in-
vestigación y apreciación de las pruebas en casos 
de violencia sexual, sin perjuicio de la utilización 
de otros criterios dirigidos a garantizar la debida di-
ligencia en la investigación y juzgamiento:

1. No se condicionará la determinación de la 
ocurrencia del hecho de violencia sexual a la exis-
tencia de prueba física.

2. La ausencia de rastros de espermatozoides, 

-
cia de la conducta ni eximir de responsabilidad al 
presunto agresor.

3. La utilización de preservativo por parte del 
presunto agresor, no permite inferir el consenti-
miento por parte de la víctima.

4. El hallazgo del himen entero en la víctima no 

de la conducta ni la ausencia de responsabilidad del 
presunto agresor.

5. Se atenderá al contexto en que ocurrieron los 
hechos criminales y los patrones que explican su 
comisión, especialmente aquellos que ocurren en el 

-
dores de justicia podrán acudir a peritajes psicoló-
gicos o antropológicos.

6. No se desestimará el testimonio de la vícti-

armado, en especial cuando se trata de una víctima 
menor de edad, o la conducta se haya cometido en 
espacios cerrados y sin testigos.

7. Se Introducirán técnicas de investigación de 
alta calidad para la obtención de pruebas sin ser de-
gradantes para la víctima y minimizando toda intru-
sión en su intimidad.

8. Ante la existencia de una víctima con orien-
tación sexual diversa se investigará a profundidad 

crímenes pasionales o como venganzas personales. 
La investigación debe garantizar la hipótesis de la 
existencia del crimen por homofobia.

Artículo 21. Competencia. Los delitos de vio-
lencia sexual no podrán ser investigados a través de 
la jurisdicción penal militar.

Artículo 20. Comité Técnico Jurídico de la 
Fiscalía General de la Nación para la investiga-
ción de la violencia sexual. Créase el Comité Téc-
nico Jurídico para la Investigación de la Violencia 
Sexual al interior de la Fiscalía General de la Na-
ción, conformado por cinco (5) delegados(as), con 
representación de un funcionario o funcionaria de 
alto nivel de la Dirección Nacional de Fiscalías, la 
Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario, el Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses, la Unidad 
Nacional para la Justicia y la Paz, la Escuela de In-
vestigación Criminal y de Ciencias Forenses y la 
Unidad Especializada en Delitos contra la Libertad 
Sexual y la Dignidad Humana de Bogotá.

Este Comité tendrá por objetivo realizar el aná-
-

cuando así lo disponga el (la) Fiscal General de la 
Nación o la Dirección Nacional de Fiscalías, de 

-
presentante judicial, la Defensoría del Pueblo o la 
organización que acompañe a la víctima. Quienes 
conformen el Comité, deberán demostrar experien-
cia y/o formación frente a la protección de los De-
rechos Humanos de las mujeres, niñas, niños y ado-
lescentes, el enfoque diferencial y la perspectiva 
psicosocial. Las recomendaciones y orientaciones 
técnicas que imparta el Comité, deberán ser atendi-
das por el Fiscal a cargo de la investigación y por el 
personal que cumple funciones de policía judicial y 
de investigación forense.

Cuando la víctima de violencia sexual sea tam-
bién víctima de otras conductas punibles, que estén 
siendo investigadas de manera simultánea y por se-
parado, el Comité podrá impartir orientaciones téc-
nicas adicionales para que en todas ellas se atienda 
la situación especial de la víctima, y la posible co-
nexidad de la violencia sexual con los hechos obje-
to de las diferentes investigaciones.

Parágrafo. El Comité Técnico Jurídico para la 
Investigación de la Violencia Sexual al interior de 
la Fiscalía General de la Nación entrará en funcio-
namiento en un plazo máximo de tres meses a partir 
de la entrada en vigencia de la presente ley.



Página 22 Viernes, 26 de abril de 2013 GACETA DEL CONGRESO  236

CAPÍTULO IV
Medidas de protección

Artículo 22. Protección para garantizar el ac-
ceso a la justicia de las víctimas de violencia se-
xual. Para proteger los derechos de las víctimas de 

garantizar su acceso a la justicia y facilitar su parti-
cipación en todas las etapas del proceso, se aplica-
rán las siguientes reglas:

1. Se presume la vulnerabilidad acentuada de las 
víctimas de violencia sexual con ocasión del con-

que afecten su seguridad personal y su integridad 
física, y la existencia de riesgos desproporcionados 
de violencia sexual de las mujeres colombianas en 

Auto 092 de 2008 de la Corte Constitucional. En 
consecuencia, la adopción de las medidas provisio-
nales de protección a que haya lugar, no podrá con-
dicionarse a estudios de riesgo por ninguna de las 
autoridades competentes.

2. En todos los casos, los programas de protec-
ción deberán incorporar un enfoque de Derechos 
Humanos hacia las mujeres, generacional y étnico, 
y armonizarse con los avances legislativos, y los es-
tándares del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos y el Derecho Penal Internacional.

3. Además de las medidas de protección estable-
cidas en los artículos 11, 12, 13, 17 y 18 de la Ley 
1257 de 2008, y de las medidas de atención estable-
cidas en el artículo 19 y 22 de la misma ley, deberá 
prestarse a las víctimas de violencia sexual atención 
psicosocial permanente, si ellas deciden aceptar la 
atención, hasta su plena recuperación emocional.

4. Las medidas de protección siempre serán exten-
sivas al grupo familiar y a las personas que dependan 
de la víctima y quienes por defender los derechos de 
la víctima entren en una situación de riesgo.

5. Cuando las medidas de protección se adopten 
a favor de mujeres defensoras de Derechos Huma-
nos, su implementación deberá contribuir además 
al fortalecimiento de su derecho a la participación, 
sus procesos organizativos y su labor de defensa de 
los Derechos Humanos.

6. La solicitud de protección ante las autoridades 
competentes, procede antes de la denuncia del he-
cho de violencia sexual. Ningún funcionario podrá 
coaccionar a la víctima a rendir declaración sobre 
los hechos antes de contar con una medida de pro-
tección idónea y que garantice unas condiciones de 

7. Para el efecto, la Fiscalía General de la Na-
ción, dispondrá de un mecanismo ágil para que 
las víctimas presenten su solicitud de protección 
antes de la formulación de la denuncia, y adopta-
rá la medida de protección provisional más idónea, 
atendiendo a un enfoque diferencial, y aplicando 
las medidas especiales y expeditas previstas en los 
artículos 17 y 18 de la Ley 1257 de 2008.

8. Una vez formulada la denuncia, el Fiscal, la 
víctima o su representante judicial, podrá solicitar 
ante el Juez de Control de Garantías, la imposición 

tiempo que sea necesario, bajo un enfoque diferen-
cial, que garanticen su seguridad, el respeto a su in-
timidad, su participación en el proceso judicial y la 
prevención de la victimización secundaria, de con-
formidad con los artículos 17 y 18 de la Ley 1257 
de 2008, y los artículos 11 y 134 de la Ley 906 de 
2004. Esta decisión deberá adoptarse en un término 
máximo de setenta y dos (72) horas.

9. Las medidas de protección que se adopten en 
aplicación de la Ley 1257 de 2008, no son exclu-
yentes de otras medidas de protección que proce-
dan en aplicación del Programa de Protección de 
Víctimas y Testigos de la Fiscalía General de la 
Nación, o del Programa de Protección a cargo del 
Ministerio del Interior.

10. El acceso a los programas de protección a víc-
timas y testigos de la Fiscalía General de la Nación, 
para las víctimas de violencia sexual con ocasión del 

-
cia o utilidad de la participación de la víctima, para 
la recolección de elementos probatorios o para la 

-
ponde a la generación de condiciones de seguridad 

los derechos de la víctima y para garantizar su parti-
cipación durante el trámite del proceso penal.

CAPÍTULO V
Atención en salud

Artículo 23. Atención integral y gratuita en sa-
lud. Las víctimas de violencia sexual tienen dere-
cho a la atención prioritaria dentro del sector salud, 
su atención se brindará como una urgencia médica, 
independientemente del tiempo transcurrido entre 
el momento de la agresión y la consulta, y de la 
existencia de denuncia penal.

La atención integral en salud a cualquier víctima 
de violencia sexual es gratuita. Todas las entidades 
del sistema de salud están en la obligación de im-
plementar el Protocolo y el Modelo de Atención 
Integral en Salud para las Víctimas de Violencia 
Sexual, contenido en la Resolución número 459 de 
2012 del Ministerio de Salud y Protección Social, y 

Artículo 24. Atención psicosocial para las víc-
timas de violencia sexual. El Sistema de Seguridad 
Social en Salud deberá contar con profesionales 
idóneos y con programas especializados para la 
atención psicosocial de las víctimas de violencia 

La atención psicosocial debe brindarse a la vícti-
ma que así lo solicite, desde el primer momento de 
conocimiento de los hechos, por parte de las autori-
dades judiciales, durante todo el proceso penal. La 
atención psicosocial se considerará en los inciden-
tes de reparación como una de las medidas a orde-
nar en materia de rehabilitación. La atención psico-
social suministrada con anterioridad al incidente de 
reparación no podrá considerarse como una medida 
de reparación.

La atención psicosocial suministrada a las víc-
timas de violencia sexual debe prestarse hasta que 
la víctima la requiera y no puede ser restringida por 
razones económicas ni por razones de tiempo.
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La atención psicosocial debe estar orientada a 
generar condiciones emocionales que favorezcan 
la participación de las víctimas en los procesos de 
exigibilidad de derechos a la verdad, la justicia y la 
reparación; y a la superación de los impactos emo-
cionales derivados de la violencia sexual.

Parágrafo transitorio. Sin perjuicio de lo dis-
puesto en los artículos 47, 52, 53, 54, 137 y 138 de 
la Ley 1448 de 2011; del artículo 19 y 54 de la Ley 
1438 de 2011, y de los artículos 13 y 19 de la Ley 
1257 de 2008, y mientras no se garantice personal y 

-
blecidos en este artículo para acceder a la atención 
psicosocial, las víctimas de violencia sexual podrán 
optar por los servicios que prestan las organizacio-
nes privadas expertas en la materia. Para el efecto, 
el Ministerio de Salud y las entidades del orden te-
rritorial bajo los principios de coordinación, sub-
sidiariedad y concurrencia, establecerán convenios 

-
quen su experticia en atención psicoterapéutica con 
perspectiva psicosocial, a través de las cuales se 
suministrará el servicio a las víctimas de violencia 
sexual que así lo soliciten, por el tiempo que sea 
necesario para su recuperación emocional.

La atención psicosocial recibida a través de una 
organización privada, hará parte integrante de la 
historia clínica de la víctima, no podrá ser descono-
cida por el personal médico de las EPS o ARS a la 

CAPÍTULO VI
Medidas de reparación

Artículo 25. Medidas de reparación. Los jue-
ces, además de sancionar a los responsables, debe-

indirectas, e individualizar los daños y perjuicios, 
materiales e inmateriales, individuales y colecti-
vos, causados por los hechos de violencia sexual, 
atendiendo a criterios diferenciales de edad, grupo 
étnico, orientación sexual, identidad o expresión de 
género, condición de discapacidad, condición de 

armado, pertenencia a una organización social, ac-
tividad de liderazgo, entre otros.

Las medidas de reparación estarán encaminadas 
a restituir integralmente los derechos vulnerados.

Las medidas de reparación deberán incluir me-
dias de restitución, indemnización, satisfacción, re-
habilitación y garantías de no repetición.

Artículo 26. Participación de las víctimas en la 
En todos 

los procedimientos para establecer las medidas de 
reparación, se garantizará que las víctimas o sus 
representantes judiciales sean escuchadas en sus 
pretensiones acerca de las medidas de reparación y 
se propugnará porque la reparación responda a las 
características propias del caso, como el contexto 

condiciones de vulnerabilidad, y la violencia sufri-
da. Si el juez en su fallo de reparación se aparta de 
las solicitudes de la víctima o de sus representantes, 

-
tizará la reparación integral.

Artículo 27. Reglas especiales para el trámite 
del incidente de reparación integral en los casos 

-
mado bajo el procedimiento de la Ley 906 de 2004. 
En los casos de violencia sexual con ocasión del 

para el ejercicio e impulso del incidente de repara-
ción integral:

1. Si la víctima directa no puede ser ubicada 
dentro del término legal previsto para iniciar el in-

-
citar su inicio dentro de los cinco (5) días siguientes 
al vencimiento del término dispuesto en el artículo 

-

remitirá copia de la solicitud de inicio a la Defenso-
ría del Pueblo para garantizar que la víctima tenga 
un representante judicial idóneo.

2. Cuando se trate de víctimas menores de edad, 
que carecen de representación legal, o cuyos repre-
sentantes se abstienen de solicitar el inicio del inci-

los cinco (5) días siguientes al vencimiento del tér-
mino dispuesto en el artículo 102 de la Ley 906 de 

de 2010. A la audiencia que convoque el juez para 
el inicio del incidente, deberán ser citados, además, 
el agente del Ministerio Público, el defensor de fa-
milia cuya designación se solicitará al ICBF, y el 
representante judicial de víctimas designado por la 
Defensoría del Pueblo. 

3. En la audiencia pública establecida en el artí-

artículo 87 de la Ley 1395 de 2010, el juez deberá 
examinar si las pretensiones formuladas recogen 

y diferenciales establecidos en el artículo 28 de la 

incorporan tales criterios, el juez inadmitirá la soli-
citud, y concederá al representante judicial de vícti-
mas la oportunidad dentro de la misma audiencia de 
adicionar a la solicitud medidas complementarias.

4. En la audiencia pública regulada por el artículo 
-

culo 87 de la Ley 1395 de 2010, se garantizará el 
derecho consagrado en el artículo 8°, literal k) de la 
Ley 1257 de 2008, especialmente cuando el juez dé 
la posibilidad de conciliar. La conciliación se limita-
rá a las medidas indemnizatorias y no serán objeto de 
conciliación las medidas de restitución, satisfacción, 
rehabilitación y garantías de no repetición.

reparación integral, el juez podrá incluir medidas 
de indemnización, y medidas de restitución, satis-
facción, rehabilitación y garantías de no repetición, 
que en virtud del principio de reparación integral, y 
de acuerdo a los hechos demostrados deban orde-
narse aunque en el incidente no se hayan invocado 
expresamente, pero puedan inferirse del contexto 
en que ocurrieron los hechos y de acuerdo a los cri-
terios diferenciales que resulten evidentes.

6. El término de caducidad previsto en el artí-

artículo 89 de la Ley 1395 de 2010, se entenderá 
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ampliado, por la suma de los plazos previstos en los 
numerales 2 y 3 del presente artículo, cuando haya 
lugar a aplicarlos.

de víctimas deberán actuar con la debida diligencia 
para garantizar la reparación integral a las víctimas 
que representa. El incumplimiento de este deber, a 
través de conductas omisivas en la solicitud de las 
respectivas medidas de indemnización, restitución, 
satisfacción, rehabilitación o garantías de no repe-
tición, o en la solicitud y práctica de las pruebas, 
constituirá una presunta falta a la debida diligencia 
profesional de conformidad con el Código Discipli-
nario del Abogado.

Parágrafo 2°. La Defensoría del Pueblo estable-
cerá criterios de selección e implementará progra-
mas de formación especializados y continuos para 

de garantizar que este servicio sea suministrado a 
través de personal idóneo y con conocimiento su-

-
res, de las niñas, los niños y adolescentes, sobre el 
enfoque diferencial, y sobre los mecanismos para 
garantizar plenamente los derechos de las víctimas 
al acceso a la justicia, a la verdad y a la reparación 
integral.

Artículo 28. Reglas especiales para el trámite 
del incidente de reparación integral en los casos 

-
mado bajo el procedimiento de la Ley 975 de 2005. 
En los casos de violencia sexual con ocasión del 

para el ejercicio e impulso del incidente de repara-
ción integral:

1. Una vez declarada la legalidad de la acepta-
ción de cargos de acuerdo con el artículo 23 de la 
Ley 975 de 2005, en la misma audiencia la Sala del 
Tribunal de Distrito Judicial que conozca el caso, 

-
ción integral.

2. La no ubicación de la víctima directa en la 
etapa del incidente de reparación integral o su no 
participación en el mismo, no puede ser utilizado 
por parte de su representante judicial o del juez, 
como argumentos para excluir medidas de repara-
ción integral para la víctima.

3. El juez deberá examinar si las pretensiones 

reparación integral y diferenciales establecidos en 

las pretensiones no incorporan tales criterios el juez 
inadmitirá la solicitud, y concederá al representan-
te judicial de víctimas la oportunidad dentro de la 
misma audiencia de adicionar a la solicitud medi-
das complementarias.

4. En la audiencia regulada por el artículo 23 de 
la Ley 975 de 2005, se garantizará el derecho con-
sagrado en el artículo 8°, literal k) de la Ley 1257 
de 2008, especialmente cuando el juez invite a los 
intervinientes a conciliar. La conciliación se limita-
rá a las medidas indemnizatorias y no serán objeto 
de conciliación las medidas de restitución, satisfac-
ción, rehabilitación y garantías de no repetición.

reparación integral, el juez podrá incluir medidas 
de indemnización, y medidas de restitución, satis-
facción, rehabilitación y garantías de no repetición, 
que en virtud del principio de reparación integral, y 
de acuerdo a los hechos demostrados deban orde-
narse aunque en el incidente no se hayan invocado 
expresamente, pero puedan inferirse del contexto 
en que ocurrieron los hechos y de acuerdo a los cri-
terios diferenciales que resulten evidentes.

Artículo 29. Regla especial para la liquidación 
de perjuicios en los casos de violencia sexual con 

procedimientos anteriores a la Ley 906 de 2004. 
En la decisión que resuelva la liquidación de per-
juicios, el juez podrá incluir medidas de reparación 
que en virtud del principio de reparación integral, y 
de acuerdo a los hechos demostrados deban orde-
narse aunque no se hayan invocado expresamente 
en el momento procesal correspondiente, pero pue-
dan inferirse del contexto en que ocurrieron los he-
chos y de acuerdo a los criterios diferenciales que 
resulten evidentes.

Artículo 30. Agréguese un parágrafo 2º al artí-
culo 145 de la Ley 1448 de 2011 en los siguientes 
términos:

Parágrafo 2º. Como parte del desarrollo del en-
foque diferencial, el Centro de Memoria Histórica 
presentará en el término de dos (2) años al Gobier-
no Nacional, al Congreso de la República, a las Al-
tas Cortes y a la Fiscalía General de la Nación, un 
informe especial de carácter público, sobre violen-

El informe, que tendrá un alcance nacional, 
buscará establecer la existencia de patrones de la 
ocurrencia de este tipo de conductas y describir el 
contexto regional en el que se desarrollaron, aten-
diendo a las causas sociales, económicas, políticas 
y culturales que permitieron la comisión de este 
tipo de violencia.

La metodología para la elaboración del informe 
incluirá la documentación de casos de víctimas de 
violencia sexual y la utilización de la sistematiza-
ción de la información de los acuerdos por la ver-
dad establecidos en la Ley 1424 de 2011, así como 
de las versiones libres en el marco de la Ley 975 
de 2005.

CAPÍTULO VII
Otras disposiciones

Artículo 31. Fortalecimiento de la política en 
derechos sexuales y reproductivos, salud sexual y 
reproductiva, equidad y violencia basada en géne-
ro. El Ministerio de Defensa, con los aportes de la 
Procuraduría General de la Nación y de la Defenso-
ría del Pueblo, continuará fortaleciendo su Política 
en derechos sexuales y reproductivos, salud sexual 
y reproductiva, equidad y violencia basada en gé-
nero, para que se incluyan acciones encaminadas a:

1. Prever que los mandos superiores ejerzan me-
didas concretas que prevengan la comisión de con-
ductas de violencia sexual por parte de sus subal-
ternos. Los mandos superiores deberán dar ejemplo 
y deberán asegurar que el personal bajo su supervi-
sión son conscientes de que la violencia sexual es 
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inaceptable para su institución, y que ningún com-
portamiento de este tipo será tolerado.

2. Fortalecer los procesos de formación de quie-
nes integran las fuerzas armadas, así como en la 
preparación de misiones en terreno. Los mandos 
superiores harán hincapié en la importancia que el 
Ministerio de Defensa concede a la eliminación de 
la violencia sexual.

-
camiento a la comunidad local para explicar la po-
lítica del Ministerio de Tolerancia Cero frente a la 
violencia asexual, y la de establecer mecanismos 

debe dejar claro que represalias contra aquellos que 
se quejan de que no se tolerará.

4. La creación de un procedimiento de recolec-
ción de información sobre quejas contra integran-
tes de las fuerzas armadas por la presunta comisión 
de conductas que impliquen violencia sexual, en la 
que se enfatice en el seguimiento a las respuestas a 
estas quejas.

5. La creación de un protocolo de reacción in-
mediata ante la noticia de un hecho de violencia 
sexual cometido por uno de sus integrantes, o en 
zonas que se encuentran bajo su control, para ga-
rantizar la aplicación coherente de los procedimien-
tos disciplinarios, y se dé inmediato traslado de la 
denuncia a la justicia ordinaria para su correspon-
diente investigación.

Artículo 32. Sistema unificado de informa-
ción sobre violencia sexual. En concordancia 
con lo establecido en el artículo 9º núm. 9 de la 
Ley 1257 de 2008 y en el artículo 3º literal k) del 
Decreto Nacional número 164 de 2010, el Depar-
tamento Administrativo Nacional de Estadística, 
en coordinación con la Alta Consejería Presiden-
cial para la Equidad de la Mujer y el Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Foren-
ses, asesorarán la incorporación al Sistema de 
Registro Unificado de Casos de Violencia contra 
la Mujer contemplado en dichas normas, de un 
componente único de información, que permita 
conocer la dimensión de la violencia sexual de 
que trata la presente ley, monitorear los factores 
de riesgo de la misma, y aportar elementos de 
análisis para evaluar las medidas adoptadas en 
materia de prevención, atención y protección.

Para la estructuración del componente único de 
-

zo de un (1) año, los sistemas de registro e infor-
mación del Instituto Nacional de Medicina Legal 
y Ciencias Forenses, del Ministerio de Defensa, de 
la Fiscalía General de la Nación, de la Rama Judi-
cial, del Ministerio de Salud, de las Instituciones 
Prestadoras de Servicios de Salud, de las Empresas 
Promotoras de Salud, de la Procuraduría General 
de la Nación y de la Defensoría del Pueblo, sobre 
violencia sexual, especialmente con ocasión del 

Cada entidad involucrada estará obligada a su-
ministrar toda la colaboración, y a entregar la infor-
mación respectiva.

El sistema único de información dará cuenta de 
los casos de violencia sexual registrados por todas 

1. El lugar y la fecha de ocurrencia de los 
hechos.

-
do el sexo, edad, grupo étnico, orientación sexual, 
identidad o expresión de género, condición de dis-
capacidad, condición de desplazamiento forzado o 

organización social, actividad de liderazgo, entre 
otros

3. Caracterización del presunto victimario espe-

entre otros criterios diferenciales.
4. Medidas de prevención, atención y protección 

adoptadas.
5. Casos que son conocidos por las autoridades 

penal y existencia de fallos sobre responsabilidad 
penal.

Violencia contra la Mujer señalado en el inciso pri-
mero deberá establecer parámetros de transparen-
cia, de seguridad y privacidad de las víctimas, y de 
accesibilidad. La información deberá ser pública 
y continuamente actualizada a través de la página 
web que determine la entidad responsable del mis-
mo, respetando la reserva sobre la identidad de las 
víctimas.

Artículo 33. Comité de Seguimiento. El Comité 
de Seguimiento creado por el artículo 35 de la Ley 
1257 de 2008, tendrá dentro de sus funciones:

1. Evaluar el cumplimiento de las obligaciones 
de las instituciones responsables de la atención, 
prevención, investigación, juzgamiento, sanción y 
reparación en materia de violencia sexual, especial-

en la articulación interinstitucional en la atención y 
el acceso a la justicia para las víctimas de violencia 
sexual.

3. Emitir las recomendaciones pertinentes fren-
te al cumplimiento de las obligaciones de las insti-
tuciones involucradas en la atención, prevención, 
investigación, juzgamiento, sanción y reparación 
en materia de violencia sexual, especialmente con 

Para la ejecución de estas funciones adoptará in-
dicadores de seguimiento para evaluar el nivel de 
cumplimiento, los avances e impactos de las medi-
das de prevención, atención, protección y acceso a 
la justicia para las víctimas de la violencia sexual 
previstas en la presente ley. La información resul-
tante de esta labor de seguimiento, será incluida en 

-
ciso 2° del artículo 35 de la Ley 1257 de 2008.

Parágrafo. El Comité de Seguimiento realiza-
rá sesiones trimestrales dedicadas a la evaluación 
sobre el nivel de cumplimiento de las obligaciones 
asignadas a las diferentes entidades estatales en la 
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presente ley, y al monitoreo de la problemática de 
la violencia sexual, especialmente con ocasión del 

-
manentes: un (1) delegado/a del Ministerio de Jus-
ticia y del Derecho, un/a (1) delegado/a del Minis-
terio del Interior, un/a (1) delegado/a del Ministe-
rio de Salud, un/a (1) delegado/a del Ministerio de 
Defensa, un/a (1) delegado/a de la Fiscalía General 
de la Nación, dos (2) Representantes a la Cáma-
ra, dos (2) Senadores, un (1) delegado del Consejo 
Superior de la Judicatura, y tres (3) representantes 
de las víctimas de violencia sexual en el marco del 

-
mas. Y como observadores internacionales podrán 

la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, un/a (1) delegado/a del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Re-
fugiados (ACNUR) y un/a (1) delegado/a de ONU-
Mujeres.

Artículo 34. Vigencia La presente ley rige a par-
tir de su promulgación y deroga todas las disposi-
ciones que le sean contrarias.

De los honorables Representantes,

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., abril 18 de 2013
En Sesión Plenaria del día 17 de abril de 2013, 

-
Proyecto de ley núme-

ro 037 de 2012 Cámara, o  la c al e o can 
al no  a t c lo  e la  eye   e   
e  y e a o tan e a  a a a ant a  el 

acce o a la j t c a e la  ct a  e olenc a e-
al  en e ec al la olenc a e al con oca n al 

con cto a a o  y e ctan ot a  o c one  

su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, según consta en el 
Acta de Sesión Plenaria número 197 del 17 de abril 
de 2013, previo su anuncio el día 16 de noviembre 
de los corrientes, según Acta de Sesión Plenaria nú-
mero 196.

o e be to ant lla e ano
Secretario General.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 183 DE 

2012 CÁMARA 
o  e o e la c al la ac n e a oc a a la con-
e o ac n e lo   a o  e la n ac n el 

n c o e ello en el e a ta ento e Ant o-
a y e ctan ot a  o c one

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La Nación se vincula a la celebra-
ción de los 100 años de la fundación del Municipio 
de Bello, en el departamento de Antioquia, a cele-
brarse el 29 de abril de 2013, y rinde un sentido ho-
menaje a sus fundadores, y a los hombres y mujeres 
bellanitas que han hecho de este municipio del Va-
lle de Aburrá una tierra próspera y pujante, motor 
del desarrollo industrial de Antioquia.

Artículo 2°. A partir de la promulgación de la 
presente ley conforme a lo establecido en los ar-
tículos 288, 334, 339, 341 y 345 de la Constitu-
ción Política, las competencias establecidas en la 
Ley 715 de 2001 y sus decretos reglamentarios y la 
Ley 819 de 2002, autorícese al Gobierno Nacional 
para incorporar dentro del Presupuesto General de 
la Nación las apropiaciones presupuestales nece-

-
nanciación, permitan ejecutar y entregar al servicio 
de la comunidad bellanita las siguientes obras de 
infraestructura de interés público: 

1. Construcción del Bulevar del Renacimiento.
-

nicipio de Bello. 
Artículo 3º. Para dar cumplimiento a lo dispues-

to en la presente ley, podrán celebrarse convenios 
interadministrativos, entre la Nación, el Municipio 
de Bello y/o el departamento de Antioquia.

Artículo 4°. Las autorizaciones de gastos otor-
gadas al Gobierno Nacional en virtud de esta ley, 
se incorporarán en los presupuestos Generales de 
la Nación, de acuerdo con las normas orgánicas en 
materia presupuestal, reasignando los recursos hoy 
existentes en cada órgano ejecutor, sin que ello im-
plique un aumento del presupuesto, de acuerdo con 
las disposiciones que se produzcan en cada vigen-

Artículo 5º. Para efectuar las apropiaciones pre-
supuestales necesarias en cumplimiento de la pre-
sente ley, se deberá realizar la inscripción previa de 
los proyectos en el Banco de Proyectos de Inversión 
Pública del Departamento Nacional de Planeación.

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación.

a a cela O o o al a o
Ponente.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., abril 24 de 2013
En Sesión Plenaria del día 23 de abril de 2013, 

-
Proyecto de ley número 

183 de 2012 Cámara, o  e o e la c al la na-
c n e a oc a a la con e o ac n e lo   a o  
e la n ac n el n c o e ello en el e a -
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ta ento e Ant o a y e ctan ot a  o c o-
ne . 
siga su curso legal y reglamentario y de esta manera 
dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 
182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, según consta 
en el Acta de Sesión Plenaria número 198 del 23 de 
abril de 2013, previo su anuncio el día 17 de abril 
de los corrientes, según Acta de Sesión Plenaria nú-
mero 197.

El Secretario General,
o e be to ant lla e ano

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
DE REPRESENTANTES AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 193 DE 2012 CÁMARA
o  la c al e oto an ac lta e  e t ao na a  
o te o e al e ente e la e bl ca a a 
o ca  la e t ct a y la lanta e e onal e 

la cal a ene al e la ac n y e e   -
en e ca e a y t ac one  a n t at a

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Facultades extraordinarias. De 
conformidad con lo establecido en el artículo 150 
numeral 10 de la Constitución Política, revístese al 
Presidente de la República de precisas facultades 
extraordinarias, por el término de seis (6) meses, 
contados a partir de la fecha de publicación de la 
presente ley para expedir normas con fuerza mate-
rial de ley, dirigidas a:

funcional de la Fiscalía General de la Nación y sus 
servidores;

General de la Nación, creando, suprimiendo o mo-

-
-

operacionales;
c) Expedir el régimen de carrera especial de la 

Fiscalía General de la Nación y de sus entidades 
adscritas y el de las situaciones administrativas de 
sus servidores;

d) Crear una institución universitaria como esta-
blecimiento público de orden nacional, cuyo objeto 
consistirá en prestar el servicio público de educa-
ción superior para la formación y el conocimiento 

y de las distintas áreas del saber que requiere la Fis-
calía General de la Nación y sus entidades adscri-

como su modernización y la capacitación continua 
de sus agentes que ejercen dichas profesiones, me-
diante el ejercicio de las funciones de docencia, in-
vestigación y extensión universitaria.

Dicha institución universitaria estará adscrita 
a la Fiscalía General de la Nación, por lo que sus 
recursos de funcionamiento ordinario e inversión 
ordinaria, deberán ser incorporados al presupuesto 
de la Fiscalía.

El acto de creación determinará la denominación 
del establecimiento público, su estructura orgánica 
y funcionamiento. Su régimen académico será el 
previsto en las leyes que regulan la educación su-
perior.

Artículo 2°. Créase una comisión de seguimien-
to para la elaboración de los decretos leyes que se 
dicten en ejercicio de las facultades extraordinarias 
conferidas por esta ley, la cual será integrada por 
tres (3) Representantes a la Cámara y tres (3) Sena-
dores de la República.

La designación de los miembros de la Comisión 
de Seguimiento corresponderá a los Presidentes de 
las respectivas Corporaciones.

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación. 

De los honorables Representantes a la Cámara,

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., abril 18 de 2013
En Sesión Plenaria de los días 16 y 17 de abril 

de 2013, fue aprobado en Segundo Debate el Tex-

exigidas en la Constitución y la Ley del Proyecto 
de ley número 193 de 2012 Cámara, o  la c al 
e oto an ac lta e  e t ao na a  o te o-
e al e ente e la e bl ca a a o ca  la 

e t ct a y la lanta e e onal e la cal a 
ene al e la ac n y e e   en e ca-
e a y t ac one  a n t at a . 

de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
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y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992. Lo anterior, según consta en las Actas de Se-
sión Plenaria número 196 y 197 del 16 y 17 de abril 
de 2013, previo su anuncio los días 10 y 16 de abril 
de los corrientes, según Actas de Sesión Plenaria 
número 195 y 196.

El Secretario General,
o e be to ant lla e ano

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 196 DE 

2012 CÁMARA
o  e o el c al e e alta la labo  c lt al e 
e lo a a t a  e la celeb ac n el e t al be-
oa e cano e eat o e o ot  y a ant a  

e e ac n co o el ayo  e ect c lo nac onal 
e la  a te  e c n ca  y e ecla a co o at o-

n o lt al e la ac n el e t al be oa e ca-
no e eat o e o ot

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Declárase como Patrimonio Cultural 
de la Nación el Festival Iberoamericano de Teatro 
que se celebra cada dos años en la ciudad de Bogotá. 

Artículo 2°. La Nación por intermedio del Minis-
terio de Cultura contribuirá al fomento, internacio-

Festival Iberoamericano de Teatro de Bogotá como un 
producto y una manifestación inmaterial que genera 
Colombia para el mundo. Todo lo anterior propugnará 
por su salvaguarda, preservación y protección. 

En desarrollo del artículo 4° de la Ley 1477 de 
2011, La Comisión Nacional de Televisión o quien 
haga sus veces, incluirá dentro de su presupuesto 
anual las partidas indispensables para promover y 
difundir el Festival Iberoamericano de Teatro de 
Bogotá por un canal nacional de televisión en coor-
dinación con las directivas de la Corporación. 

Artículo 3°. o n e A oyo nanc e o. 
Créase una Comisión encargada de darle impulso y 
preservar El Festival Iberoamericano de Teatro de 
Bogotá. 

Esta comisión tendrá las siguientes funciones: 
-

supuesto y coordinar los esfuerzos estatales para su 

2. Ser una instancia de enlace, coordinación y 
estímulo de las tareas de obtención de recursos es-
tatales que permitan el cabal desarrollo de los es-
pectáculos impulsados por el Festival. 

3. Garantizar la elaboración de las memorias, ar-
chivos y materiales impresos y audiovisuales que 
desarrollan el legado del Festival. 

4. Promover la coordinación entre las diferentes 
entidades públicas aportantes para el desarrollo exi-
toso del Festival. 

5. Promover y evaluar las medidas necesarias 

ello se autoriza hacer uso de recursos provenientes 
de donaciones, cooperación, asistencia o ayuda in-
ternacional. 

6. Velar porque los recursos estatales destinados 

propias actividades, programas y estrategias. 
Parágrafo 1°. nte ac n e la o n e 

A oyo nanc e o. La Comisión de Apoyo Finan-
ciero estará integrada por: 

1. El Ministro de Cultura o su delegado. 
2. El Ministro de Hacienda o su delegado. 
3. El Ministro de Comercio, Industria y Turismo 

o su delegado. 
4. Un representante de la Comisión Nacional de 

Televisión. 
5. El Director Ejecutivo o quien haga sus veces 

de la Corporación Festival Iberoamericano de Tea-
tro de Bogotá. 

Parágrafo 2°. e enc a e la o n e 
A oyo nanc e o  El Ministro de Cultura presidirá 
la Comisión, en caso contrario enviará un delegado; 
la presidencia la ejercerá el Director Ejecutivo de la 
Corporación Festival Iberoamericano de Teatro”.

Artículo 4°. A to ac one  a a a o ac n. 
De conformidad con los artículos 334, 341, 288, y 
345 de la Constitución Política y de las competen-
cias consagradas en la Ley 715 de 2001 y 397 de 
1997; autoriza al Gobierno Nacional – Ministerio 
de Cultura para incorporar dentro de su presupuesto 
general de la nación y/o impulsar a través del siste-

llevar a efecto la presente ley. 
Artículo 5° nanc ac n. El Gobierno Nacional 

a través de los Ministerios de Hacienda y Crédito 

costos del Proyecto, los cuales serán apropiados 
para vincularse y concurrir con otras instancias de 

-
roamericano de Teatro de Bogotá. 

Artículo 6°. enc a. La presente ley tiene vi-
gencia a partir de su publicación. 

e ce e  e a e  en at
Ponente.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., abril 24 de 2013 
En Sesión Plenaria del día 23 de abril de 2013, 

-

196 de 2012 Cámara, o  e o el c al e e alta 
la labo  c lt al e e lo a a t a  e la cele-
b ac n el e t al be oa e cano e eat o e 

o ot  y a ant a  e e ac n co o el ayo  
e ect c lo nac onal e la  a te  e c n ca  y e 
ecla a co o at on o lt al e la ac n el 
e t al be oa e cano e eat o e o ot  Esto 

curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, según consta en el 
Acta de Sesión Plenaria número 198 de abril 23 de 
2013, previo su anuncio el día 17 de abril de los co-
rrientes según Acta de Sesión Plenaria número 197.

El Secretario General,
o e be to ant lla e ano
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMA-
RA AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 217  
DE 2012 CÁMARA, 241 DE 2012 SENADO, 

ACUMULADO AL 080 DE 2011 SENADO
o  e o e la c al e c ea el ecan o  

e otecc n al ce ante en olo b a
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Objeto y creación del Mecanismo de Protección 
al Cesante

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto crear un Mecanismo de Protección al Cesan-

de un sistema integral de políticas activas y pasivas 
de mitigación de los efectos del desempleo que en-
frentan los trabajadores; al tiempo que facilitar la 
reinserción de la población cesante en el mercado 
laboral en condiciones de dignidad, mejoramiento 
de la calidad de vida, permanencia y formalización.

Artículo 2°. Creación del Mecanismo de Pro-
tección al Cesante. Créase el Mecanismo de Pro-
tección al Cesante, el cual estará compuesto por:

1. El Servicio Público de Empleo, como herra-

2. Capacitación general, en competencias básicas 

por el Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), las 
Cajas de Compensación Familiar o las instituciones 

para efectos de garantizar, en caso de ser necesario, 
un reentrenamiento a la población cesante. 

3. El Fondo de Solidaridad de Fomento al Em-
pleo y Protección al Cesante (Fosfec), como fuente 

cumpla con los requisitos de acceso. 
4. Las Cuentas de Cesantías de los trabajadores, 

como fuente limitada y voluntaria para generar un in-
greso en los periodos en que la persona quede cesante.

El Gobierno Nacional dirigirá, orientará, regula-
rá, controlará y vigilará los cuatro esquemas antes 
mencionados.

Artículo 3°. Campo de aplicación  Todos los 
trabajadores del sector público y privado, depen-
dientes o independientes, que realicen aportes a las 
Cajas de Compensación Familiar, por lo menos por 
un año continuo o discontinuo en los últimos tres 
(3) años si se es dependiente, y por lo menos dos 
años continuos o discontinuos en los últimos tres 
(3) años si se es independiente, accederán al Me-
canismo de Protección al Cesante, sin importar la 
forma de su vinculación laboral, y de conformidad 
con lo establecido por la reglamentación que deter-
mine el Gobierno Nacional.

Artículo 4°. Principios del mecanismo de protec-
ción al cesante  Sin perjuicio de los principios consa-
grados en la Constitución Política, en el Código Sus-
tantivo del Trabajo y de los que fundamentan el Sis-
tema General de Seguridad Social, son principios del 
Mecanismo de Protección al Cesante los siguientes:

a) Solidaridad. Es la práctica del mutuo apoyo 
para garantizar el acceso y sostenibilidad del Fondo 

de Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección 
al Cesante (Fosfec), entre las personas, los emplea-
dores y los agentes del sistema. Es deber del Estado 
garantizar la solidaridad del mecanismo mediante 
su participación, control y dirección del mismo;

-
sos disponibles en el mecanismo para que tanto los 

y capacitación laboral frente al desempleo sean otor-
gados o prestados de forma adecuada y oportuna;

mecanismo no podrán exceder los recursos destina-

monetario, los recursos no podrán usarse más allá 
de la capacidad del Fondo de Solidaridad de Fo-
mento al Empleo y Protección al Cesante (Fosfec) 
y de su posibilidad de generar excedentes y desacu-
mularlos a lo largo del tiempo;

d) Participación. Se fomentará la intervención 
de las Cajas de Compensación Familiar, las Admi-

mecanismo, las organizaciones de empleadores y 
trabajadores y el Gobierno en la organización, con-

los recursos y del mecanismo en su conjunto;

protección al cesante es obligatoria para todos los 

Familiar excepto para los trabajadores de salario in-
tegral y trabajadores independientes, para quienes 

Artículo 5°. Integrantes del mecanismo de pro-
tección al cesante  El mecanismo de Protección al 
Cesante estará integrado por:

1. Organismos de Regulación, Vigilancia y 
Control:

a) El Ministerio del Trabajo;
b) El Ministerio de Hacienda y Crédito Público;
c) El Departamento Nacional de Planeación;
d) La Superintendencia de Subsidio Familiar;
e) La Superintendencia Financiera de Colombia.
2. Los Organismos de Administración y Finan-

ciación:
a) El Fondo de Solidaridad de Fomento al Em-

pleo y Protección al Cesante (Fosfec);
b) Los Administradores de Fondos de Cesantías;
c) Las Cajas de Compensación Familiar.
3. Los empleadores dependientes e independien-

-
dos a Cajas de Compensación Familiar.

4. El Servicio Público de Empleo y las entidades 
y servicios que lo conforman.

5. El Servicio Nacional de Aprendizaje -SENA y 
las Instituciones de Formación para el trabajo certi-

CAPÍTULO II
Financiación del Mecanismo de Protección  

al Cesante
Artículo 6°. Financiación del mecanismo de 

protección al cesante y del Fondo de Solidaridad 
de Fomento al Empleo y Protección al Cesante 
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(Fosfec) -
mo de protección al cesante serán:

1. Los recursos provenientes del uso voluntario 
de los aportes a las cesantías.

2. Los recursos del Fondo de Solidaridad de Fo-
mento al Empleo y Protección al Cesante (Fosfec), 

Fondo de Subsidio al Empleo y Desempleo (Fone-
de) de que trata el artículo 6º de la Ley 789 de 2002 
y los recursos de que trata el artículo 46 de la Ley 
1438 de 2011.

Parágrafo 1°. Los programas y subsidios que 
maneja el Fonede, serán reemplazados por los de-

al Cesante según lo establezca la reglamentación 
expedida por el Gobierno Nacional.

Parágrafo 2°. Las Cajas de Compensación Fa-
-

nanciar la prestación de servicios de gestión y co-
locación de empleo y los procesos de capacitación 
para la población desempleada.

Artículo 7°. Uso voluntario de los aportes a las 
cesantías. Del aporte a las cesantías que los em-
pleadores están obligados a consignar anualmente a 
cada uno de los trabajadores, estos últimos podrán 
decidir voluntariamente el porcentaje de ahorro 
para el Mecanismo de Protección al Cesante.

Los trabajadores dependientes o independien-
tes que ahorren voluntariamente para el mecanis-

proporcional a su ahorro que se hará efectivo en el 
momento en que quede cesante con cargo al Fosfec, 
de conformidad con la reglamentación que expida 
el Gobierno Nacional.

Sin perjuicio de lo establecido en el primer in-
ciso del presente artículo, el trabajador que quiera 
usar las cesantías para educación, compra, cons-
trucción o mejoras de vivienda, podrá usar para este 
efecto el 100% de sus cesantías. 

Parágrafo. El Fondo de Cesantías trasladará a 
la administradora del Fondo de Solidaridad de Fo-
mento al Empleo y Protección al Cesante, el valor 
que el trabajador haya alcanzado a ahorrar volunta-
riamente para el Mecanismo de Protección al Ce-
sante dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
presentación de la solicitud por parte del trabajador 
a la administradora de fondos de cesantías con la 

-
dita los requisitos de que trata el artículo 13 de la 
presente ley. El Gobierno Nacional reglamentará lo 
dispuesto en este artículo.

Artículo 8°. Aporte de trabajadores con salario 
integral. Para los trabajadores que pacten salario inte-

-
sante del trabajador con salario integral es voluntaria 
y el ahorro de las cesantías será igualmente voluntario 
y se consignará anualmente en su cuenta de cesantías.

Parágrafo. Para acceder al Fondo de Solidari-
dad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante 
los trabajadores con salario integral deberán reali-
zar aportes a las Cajas de Compensación Familiar, 
en las mismas condiciones de los trabajadores de-
pendientes.

Artículo 9º. Aporte de trabajadores indepen-
dientes  Para los trabajadores independientes, la 

es voluntaria, el ahorro de las cesantías será igual-
mente voluntario y se consignará anualmente en su 
cuenta de cesantías.

Parágrafo 1°. Para acceder al Fondo de Solida-
ridad de Fomento al Empleo y Protección al Cesan-
te los trabajadores independientes deberán realizar 
aportes a las Cajas de Compensación Familiar, en 
las mismas condiciones de los trabajadores depen-
dientes por lo menos dos años continuos o disconti-
nuos en los últimos tres (3) años.

Parágrafo 2°
independientes al Mecanismo de Protección al Ce-

los Sistemas de Seguridad Social en Salud, Pensio-
nes y Cajas de Compensación Familiar.

CAPÍTULO III
Reconocimiento de los bene cios

Artículo 10. -
ción laboral. Dentro de los tres (3) días siguientes 
a la terminación de la relación laboral, el empleador 

terminación de la misma, en la que indique la fecha 
de terminación.

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará 
lo dispuesto en este artículo para los trabajadores 
independientes.

Artículo 11. . 
El Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y 

10 días hábiles siguientes a la petición del cesante 
-

ción al Mecanismo de Protección al Cesante y a Ca-
jas de Compensación Familiar y con las condiciones 

de Fomento al Empleo y Protección al Cesante, es-
tablecidas en la presente ley. En el caso en el que 
el cesante señale haber hecho ahorro voluntario, las 
Administradoras de Fondos de Cesantías deberán 
trasladar a las administradoras del Fosfec, el monto 
ahorrado voluntariamente al Mecanismo de Protec-
ción. La información correspondiente al promedio 
del salario mensual devengado durante el último año 
de trabajo de la persona cesante provendrá de lo re-
portado a las cajas de compensación familiar.

El cesante que cumpla con los requisitos, será 
incluido por el Fondo de Solidaridad de Fomento 
al Empleo y Protección al Cesante en el registro 
para pago de la cotización al Sistema de Seguridad 
Social en Salud y Pensiones y cuota monetaria de 
Subsidio Familiar, según corresponda, y será re-
mitido a cualquiera de los operadores autorizados 
de la Red de Servicios de Empleo, para iniciar el 
proceso de asesoría de búsqueda, orientación ocu-
pacional y capacitación. En el caso de haber reali-
zado ahorros voluntarios de sus cesantías para el 
Mecanismo de Protección al Cesante, igualmente 
recibirá el incentivo monetario correspondiente, de 
acuerdo con la reglamentación que el Gobierno Na-

Si el trabajador no es elegible para recibir los 
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al Empleo y Protección al Cesante, esta decisión 
contará con el recurso de reposición ante la caja de 
compensación familiar como administradora res-
pectiva del Fosfec.

Parágrafo. Para que proceda el traslado del 
ahorro voluntario de cesantías de conformidad con 
lo señalado en el parágrafo del artículo 7° de la 
presente ley, el Fosfec deberá entregar al cesante 

protección al cesante.
CAPÍTULO IV

Pago de los bene cios
Artículo 12. -

cios. Los trabajadores dependientes o independientes 
que cumplan con el requisito de aportes a Cajas de 

cargo al Fosfec, que consistirá en aportes al Sistema 
de Salud y Pensiones, calculado sobre un (1) smmlv.

El cesante que así lo considere podrá con cargo a 
sus propios recursos cotizar al sistema de pensiones 
por encima de un (1) smmlv.

También se tendrá acceso a la cuota monetaria 
del subsidio familiar en las condiciones estableci-
das en la legislación vigente de acuerdo con lo que 
reglamente el Gobierno Nacional.

Si un trabajador dependiente o independiente, 
además de realizar aportes a las Cajas de Compen-
sación Familiar, voluntariamente hubiera ahorrado 
en el mecanismo de protección al cesante, recibirá 

monto del ahorro alcanzado con cargo al Fosfec.

máximo de seis (6) meses.
Artículo 13. Requisitos para acceder a los be-

-
nismo de Protección al Cesante, los desempleados 
que cumplan las siguientes condiciones:

1. Que su situación laboral haya terminado por 
cualquier causa o, en el caso de ser independiente 
su contrato haya cumplido con el plazo de duración 
pactado y no cuente con ningún otro, o no cuente 
con ninguna fuente de ingresos. 

2. Que hayan realizado aportes un año continuo 
o discontinuo a una Caja de Compensación Fami-
liar durante los últimos tres (3) años para depen-
dientes y dos años continuos o discontinuos en los 
últimos tres (3) años para independientes. 

3. Inscribirse en cualquiera de los servicios de 
empleo autorizados, pertenecientes a la Red de Ser-
vicios de Empleo y desarrollar la ruta hacia la bús-
queda de empleo.

4. Estar inscrito en programas de capacitación 
en los términos dispuestos por la reglamentación 
que expida el Gobierno Nacional.

5. Adicionalmente, si ha realizado un ahorro al 
mecanismo de protección al cesante por un míni-
mo del 10% del promedio del salario mensual du-
rante el último año para todos los trabajadores que 
devengan hasta dos (2) smmlv, y mínimo del 25% 
del promedio del salario mensual durante el último 
año, si el trabajador devenga más de 2 smmlv podrá 

12 de la presente ley.
Parágrafo 1°.

cargo al Fondo de Solidaridad de Fomento al Em-
pleo y Protección al Cesante los trabajadores ce-
santes que, habiendo terminado una relación labo-
ral, mantengan otra(s) vigente(s) o hayan percibido 

Empleo y Protección al Cesante, durante seis (6) me-
ses continuos o discontinuos en los últimos tres años.

Parágrafo 2°. Quienes no cumplan con la tota-

al Mecanismo de Protección al Cesante siempre po-
drán acceder a la información de vacantes laborales 
suministrada por el servicio público de empleo.

Parágrafo 3°. El Ministerio del Trabajo regla-
mentará la forma como los independientes deben 
demostrar las condiciones del inciso 1.

Artículo 14. Pérdida del derecho a los bene-
ficios  El cesante perderá el derecho a los bene-
ficios si:

a) No acude a los servicios de colocación ofreci-
dos por el Servicio Público de Empleo;

-
tes exigidos por el Servicio Público de Empleo y los 
requisitos para participar en el proceso de selección 
de los empleadores a los que sea remitido por este;

que le ofrezca el Servicio Público de Empleo, siem-
pre y cuando ella le permita ganar una remunera-
ción igual o superior al 80% de la última devengada 
en el empleo anterior, y no se deterioren las con-
diciones del empleo anterior. Para efectos de este 
inciso se entenderá que las ofertas laborales ofre-
cidas por el Servicio Público de Empleo no podrán 
bajo ninguna circunstancia tener remuneraciones 
menores al salario mínimo mensual legal vigente, o 
proporciones de este según tiempo laborado;

d) Descartar o no culminar el proceso de forma-
ción para adecuar sus competencias básicas y labo-

en casos de fuerza mayor que reglamentará el Go-
bierno Nacional.

El Gobierno Nacional reglamentará las con-
diciones de traslado de recursos entre los Fondos 
de Cesantías y el Fosfec en función del reconoci-

en cuanto a la posibilidad de saldos positivos en el 
ahorro voluntario procedente de las cesantías a fa-
vor del trabajador, que queden en el evento pérdida 

artículos 14 y 15 de la presente ley.
Artículo 15.  El 

-

una relación laboral antes de transcurrir los seis (6) 
meses o incumpla con las obligaciones contraídas 

-
dad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante 
y, en todo caso, serán incompatibles con toda acti-
vidad remunerada y con el pago de cualquier tipo 
de pensión.
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Artículo 16. Muerte del trabajador. En el caso 
de muerte del trabajador, el saldo existente del aho-
rro voluntario proveniente de sus cesantías entrará 
a la masa sucesoral. 

Artículo 17. Reconocimiento de pensión. Si un 
trabajador se pensiona en el Régimen de Prima Me-
dia, podrá disponer en un solo pago de los fondos 
acumulados por ahorro de cesantía para el Mecanis-
mo de Protección al Cesante en su cuenta del Fondo 
de Cesantías. Si un trabajador se pensiona en el Ré-
gimen de Ahorro Individual con Solidaridad podrá 
trasladar parte o la totalidad del saldo por ahorro de 
cesantía para el Mecanismo de Protección al Ce-

El Gobierno Nacional reglamentará los meca-
nismos y términos bajos los cuales podrá llevarse a 
cabo lo descrito en el presente artículo.

CAPÍTULO V
Administración del Mecanismo 

de Protección al Cesante
Artículo 18. . -

nismo de Protección al Cesante se dará en el mo-

Cajas de Compensación Familiar. 
Los trabajadores que actualmente se encuentren 

-

Protección al Cesante.
Para el caso de trabajadores independientes y 

voluntaria.
Artículo 19. Creación del Fondo Solidario de 

Fomento al Empleo y Protección al Cesante (Fos-
fec). Créase el Fondo de Solidaridad de Fomento 
al Empleo y Protección al Cesante (Fosfec), el cual 
será administrado por las Cajas de Compensación 

de Protección al Cesante y las acciones que de este 

que en periodos de desempleo, enfrentan los traba-
jadores y que facilite la adecuada reinserción de los 
desempleados en el mercado laboral.

El gobierno nacional reglamentará la naturaleza 
jurídica, el funcionamiento y el régimen de inver-
sión de los recursos del Fosfec, teniendo en cuenta 

Artículo 20. Mecanismo para contabilizar los 
recursos en los fondos de cesantías. Los Fondos 
de Cesantías deberán desarrollar una herramienta 
para contabilizar de manera separada los recursos 
para ser usados en el Mecanismo de Protección al 

las Cesantías permitidos por la legislación vigente.
Artículo 21. Sistema integrado de información 

del desempleo. Créase el Sistema Integrado de In-
formación del Desempleo a cargo del Ministerio de 

registro y caracterización de la población desem-
pleada en Colombia. Este reúne en una única bo-
dega de datos toda la información suministrada por 
los empleadores, los cesantes y demás desemplea-

dos, los administradores del Fondo de Cesantías, 
los Administradores del Fondo de Solidaridad de 
Fomento al Empleo y Protección al Cesante, el Ad-
ministrador de la Planilla Integrada de Liquidación 
de Aportes (PILA) y el Servicio Público de Empleo.

El Sistema Integrado de Información del Des-
empleo se encargará de mantener actualizada toda 
la información relevante para el funcionamiento del 
Mecanismo de Protección al Cesante.

Parágrafo 1°. El registro único de desempleo 
es un módulo del sistema integrado de información 
del mecanismo de protección al cesante.

Parágrafo 2°. Es obligación de los empleado-
res, administradores de los Fondos de Cesantías, los 
administradores del Fondo Solidario de Fomento al 
Empleo y Protección al Cesante, PILA y el sistema 
público de empleo remitir al Sistema integrado de 
información del desempleo la información nece-
saria para la actualización permanente del mismo, 
según los parámetros técnicos y metodológicos que 

Parágrafo 3°. Se incluirá en el Presupuesto 
Nacional, los recursos necesarios para la puesta en 

-
tegrado de Información del Desempleado.

Artículo 22. Consejo Nacional de Mitigación 
del Desempleo  Créase el Consejo Nacional de Mi-
tigación del Desempleo, el cual estará integrado por 
el Ministro del Trabajo o su delegado, el Ministro 
de Hacienda o su delegado, el Director del Depar-
tamento Nacional de Planeación o su delegado, un 
representante de los empresarios y un representante 
de los trabajadores.

El Consejo Nacional de Mitigación del Desem-
pleo tendrá como funciones:

la labor administrativa de las Cajas de Compensa-
ción Familiar con el Fondo de Solidaridad de Fo-
mento al Empleo y Protección al Cesante;

b) Establecer los criterios de gestión y conocer 
y hacer seguimiento a los resultados obtenidos por 
el Fondo Solidario de Fomento al Empleo y Protec-
ción al Cesante;

c) Establecer los criterios de gestión y conocer 
y hacer seguimiento a los resultados del Servicio 
Público de empleo;

d) Hacer recomendaciones de política en mate-
ria de protección al cesante;

e) Hacer recomendaciones al Gobierno Nacional 
sobre políticas laborales en general;

f) Realizar estudios periódicos que permitan 
evaluar la sostenibilidad del Mecanismo de Protec-
ción al Cesante, en especial del Fondo de Solidari-
dad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante;

g) Establecer los lineamientos sobre los Siste-
mas de Información y Reporte del Desempleo;

h) Establecer lineamientos de seguimiento y 
evaluación periódica al mecanismo de protección al 
cesante y proponer, en caso de ser necesario, ajus-
tes al mismo. 

El Consejo Nacional de Mitigación del Desem-

Técnica y se dictará su propio reglamento.
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Artículo 23. Administración del fondo de so-
lidaridad de fomento al empleo y protección al 
cesante. Las Cajas de Compensación Familiar ad-
ministrarán el Fondo de Solidaridad de Fomento al 
Empleo y Protección al Cesante del cual realizarán 
los pagos del Mecanismo de Protección al Cesante.

forma como se organizarán las Cajas de Compensa-
ción Familiar para dar cumplimiento a lo dispuesto 
en este artículo.

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional regla-
mentará las condiciones de administración de los 
recursos contenidos en el Fondo de Solidaridad de 
Fomento al Empleo y Protección al Cesante, que 

-
versos mecanismos de aseguramiento del sistema 
general de seguridad social, a través de terceros.

Parágrafo 2°. La Superintendencia del Subsi-
dio Familiar ejercerá las funciones de inspección, 
vigilancia y control de la operación de los recursos 
contenidos en el Fondo de Solidaridad de Fomento 
al Empleo y Protección al Cesante.

Parágrafo 3°. Con cargo al Fosfec se incluirá 
una partida de los recursos del Fondo para solven-
tar los costos de diseño, desarrollo, implementación 
y operación del sistema del Fosfec, independiente 
de la partida asignada a los gastos de administra-
ción del mismo. Para tal efecto el Gobierno regla-
mentará la materia.

Artículo 24. Eliminado 
CAPÍTULO VI

Servicio Público de Empleo
Artículo 25. Objeto del sistema de Gestión de 

Empleo. El Sistema de Gestión de Empleo para la 
Productividad tiene por objeto integrar, articular, 
coordinar y focalizar los instrumentos de políticas 
activas y pasivas de empleo que contribuyan al en-
cuentro entre oferta y demanda de trabajo, a superar 
los obstáculos que impiden la inserción laboral y 
consolidar formas autónomas de trabajo, vinculan-
do las acciones de gestión de empleo de carácter 
nacional y local. 

El sistema comprende las obligaciones, las ins-
tituciones públicas privadas y mixtas, las normas, 
procedimientos y regulaciones y los recursos públi-
cos y privados orientados al mejor funcionamiento 
del mercado de trabajo.

El Ministerio de Trabajo reglamentará la inte-
gración y funcionamiento del Sistema de Gestión 
de Empleo para la Productividad que comprende 
las funciones de: 

a) la dirección y regulación de la gestión de em-
pleo;

b) la operación y prestación de los servicios de 
colocación;

c) la inspección vigilancia y control de los ser-
vicios.

Artículo 26. Servicio Público de Empleo y la 
Red de Prestadores del Servicio. Es un servicio 
obligatorio, cuya dirección, coordinación y con-
trol está a cargo del Estado. El Estado asegurará 
la calidad en la prestación del servicio público, la 

ampliación de su cobertura, la prestación continua, 

El Servicio Público de Empleo tiene por función 
esencial lograr la mejor organización posible del 
mercado de trabajo, para lo cual ayudará a los traba-
jadores a encontrar un empleo conveniente, y a los 
empleadores a contratar trabajadores apropiados a 
las necesidades de las empresas. Será prestado por 
personas jurídicas de derecho público o privado, 
a quienes se les garantizará la libre competencia e 
igualdad de tratamiento para la prestación del ser-
vicio. La prestación del servicio podrá hacerse de 
manera personal y/o virtual.

Créase la Red de Prestadores del Servicio Públi-
co de Empleo, que integrará y conectará las accio-
nes que en materia de Gestión y Colocación de em-
pleo que realicen las entidades públicas, privadas, 
alianzas público-privadas conforme a lo señalado 
en el artículo 30 de la presente ley. 

La red estará integrada por la Agencia Pública 
de Empleo a cargo del Servicio Nacional de Apren-
dizaje, SENA, las Agencias Privadas de Gestión 
y Colocación de Empleo constituidas por Cajas 
Compensación Familiar, las Agencias Públicas y 
Privadas de Gestión y Colocación de Empleo y las 
Bolsas de Empleo. 

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará 
la forma y condiciones para que el Servicio Públi-
co de Empleo se articule con los mecanismos de 
selección, convocatoria y provisión de empleos pú-
blicos, de tal forma que se realicen los principios de 
la función pública y, en especial, se asegure la pro-
visión oportuna de dichos empleos a partir de una 

Artículo 27. Unidad Administrativa Especial 
del Servicio Público de Empleo. Créase la Unidad 
Administrativa Especial del Servicio Público de 
Empleo del orden nacional con personería jurídi-
ca, patrimonio propio, autonomía administrativa y 

administración del Servicio Público de Empleo y 
la Red de Prestadores del Servicio Público de Em-
pleo, la promoción de la prestación del servicio pú-
blico de empleo, el diseño y operación del Sistema 
de Información del Servicio Público de Empleo, el 
desarrollo de instrumentos para la promoción de la 
gestión y colocación de empleo y la administración 
de los recursos públicos para la gestión y coloca-
ción de empleo entre otras funciones que serán re-
glamentadas por el Gobierno Nacional.

El Gobierno Nacional efectuará las asignaciones 

gastos de funcionamiento e inversión de la Unidad 
Administrativa Especial del Servicio Público de 
Empleo.

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará 
la forma y condiciones para que el Servicio Públi-
co de Empleo se articule con los mecanismos de 
selección, convocatoria y provisión de empleos pú-
blicos, de tal forma que se realicen los principios de 
la función pública y, en especial, se asegure la pro-
visión oportuna de dichos empleos a partir de una 
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Artículo 28. Dirección. El Servicio Público de 
Empleo está bajo la orientación, regulación y super-
visión del Ministerio de Trabajo y atenderá las polí-
ticas, planes, programas y prioridades del Gobierno 
Nacional frente a los programas y actividades tendien-
tes a la gestión, fomento y promoción del empleo. El 
Gobierno Nacional reglamentará la prestación de los 
servicios de gestión y colocación de empleo.

Artículo 29. De la prestación de los servicios 
de gestión y colocación de empleo  Prestarán los 
servicios de gestión y colocación de empleo la 
Agencia Pública de Empleo a cargo del Servicio 
Nacional de Aprendizaje SENA, las agencias pú-
blicas y privadas de gestión y colocación de empleo 
y las bolsas de empleo, que cumplan los requisitos 

del Trabajo para su autorización.
Artículo 30. Servicios de gestión y colocación 

de empleo. Se entienden como servicios de gestión 
y colocación de empleo a cargo de los prestadores 
del Servicio Público de Empleo:

a) Los servicios destinados a vincular ofertas y 
demandas de empleo;

b) Otros servicios relacionados con la búsqueda 
de empleo, determinados por el Ministerio del Tra-
bajo, como brindar información, sin estar por ello 
destinados a vincular una oferta y una demanda es-

c) Servicios que, asociados a los de vinculación 
-

lidad mejorar las condiciones de empleabilidad de 
los oferentes. 

Parágrafo. Las Cajas de Compensación Familiar 
deberán prestar servicios de gestión y colocación, 
previa autorización del Ministerio del Trabajo. 

Artículo 31. Agencia de gestión y colocación 
de empleo  Se entiende por agencias de gestión y 
colocación de empleo, las personas jurídicas, públi-
cas o privadas, nacionales o extranjeras, que ejer-
cen las actividades descritas en el artículo anterior, 
en el territorio nacional. 

Artículo 32. Del carácter obligatorio del regis-
tro de vacantes en el Servicio Público de Empleo. 
Todos los empleadores están obligados a reportar 
sus vacantes al Servicio Público de Empleo de 
acuerdo a la reglamentación que para la materia ex-
pida el Gobierno.

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará 
las sanciones para los empleadores que no reporten 
sus vacantes al Servicio Público de Empleo.

Artículo 33. Autorización para desarrollar la 
actividad de gestión y colocación de empleo. Para 
ejercer la actividad de gestión y colocación de em-
pleo, se requerirá la autorización expedida median-
te resolución motivada, expedida por la Subdirec-
ción de Promoción y Generación de Empleo del 
Ministerio del Trabajo. 

Artículo 34. Del proceso de autorización. La 
Subdirección de Promoción y Generación de Em-
pleo del Ministerio del Trabajo procederá a expedir 
la resolución de autorización para ejercer la activi-
dad de gestión y colocación a las personas jurídicas 
que cumplan con los requisitos que reglamentará el 
Gobierno Nacional. 

Artículo 35. Negativa de la autorización. Si se 
negare la autorización, se informará al peticionario 
el motivo de la decisión para que proceda a adicio-
narla, completarla o efectuar las correcciones a que 
haya lugar, se sujetará a lo dispuesto en el artículo 
17 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo.

Artículo 36. Obligaciones para la generación 
de información. Las agencias de gestión y coloca-
ción de empleo están obligadas a presentar men-
sualmente al Ministerio del Trabajo los informes 
estadísticos que éste determine sobre el movimien-
to de demandas y ofertas de trabajo, colocaciones, 
etc., dentro de los primeros quince (15) días del si-
guiente mes, de conformidad con el reglamento que 
para tal efecto expida el Ministerio del Trabajo. 

Artículo 37. Agencias con ánimo de lucro. 
Las agencias que realicen labores de gestión y co-
locación de empleo con carácter lucrativo, podrán 
cobrar al empleador que utilice sus servicios las 
tarifas de acuerdo con lo establecido en reglamen-
tación expedida por el Gobierno Nacional.

Artículo 38. Agencias transnacionales. La 
agencia que preste los servicios de gestión y colo-
cación de empleo para reclutar o colocar oferentes 
de mano de obra en el extranjero, deberá contar con 
autorización especial, otorgada por el Ministerio de 
Trabajo, previo el cumplimiento de los requisitos 

Los servicios de gestión y colocación empleo de 
los que presten dichas agencias, serán reglamenta-
dos por el Ministerio del Trabajo con el propósito 
de proteger y promover los derechos de los trabaja-
dores migrantes.

Artículo 39. Multas y Sanciones. Las personas 
naturales o jurídicas, ya sean de carácter público o 
privado, que ejerzan la actividad de gestión y co-
locación de empleo sin la previa autorización otor-
gada por el Ministerio del Trabajo, serán sanciona-
das, por esta entidad, con una multa equivalente al 
monto de uno (1) a cinco mil (5000) salarios míni-
mos legales vigentes, que le será impuesta por el 
respectivo funcionario administrativo, sin perjuicio 
de las demás acciones legales a que haya lugar. Si 
persisten en el ejercicio indebido de la actividad de 
colocación, el Ministerio del Trabajo podrá impo-
ner multas sucesivas.

A Igual sanción estarán sujetas las personas jurí-
dicas autorizadas como agencias de gestión y coloca-
ción de empleo o bolsas de empleo, que incumplan los 
principios y obligaciones establecidos para la presta-
ción del servicio público de Empleo o incurran en las 
conductas prohibidas, que establecen las disposicio-
nes legales y reglamentarias para la prestación de los 
servicios de gestión y colocación de empleo.

Artículo 40. Sanciones. El Ministerio del Tra-
bajo sancionará con suspensión o cancelación de la 
autorización de funcionamiento a las agencias de 
gestión y colocación de empleo de carácter público 
o privado, cuando haya reincidencia en el incum-
plimiento de las obligaciones y en la violación de 
las prohibiciones establecidas en la respectiva re-
glamentación.
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Artículo 41. A partir de la vigencia de la presen-
te ley el artículo 12 de la Ley 789 de 2002 quedará 
así:

Artículo 12. Capacitación para inserción labo-
ral.
Servicio Nacional de Aprendizaje, se deberá desti-
nar el veinticinco por ciento (25%) de los recursos 
que recibe por concepto de los aportes de que trata 
el numeral 2 del artículo 11 y el numeral 2 del artí-
culo 12 de la Ley 21 de 1982, para la capacitación 
de población desempleada, en los términos y condi-
ciones que determine el Ministerio del Trabajo para 
la administración de estos recursos, así como para 
los contenidos que tendrán estos programas. Para 
efecto de construir y operar el Sistema Integrado 
de Información del Desempleo, en los términos y 

apropiará un cero punto uno por ciento (0.1%) del 

Artículo 42. Capacitación para la inserción la-
boral. La capacitación para la inserción laboral es 
el proceso de aprendizaje que se organiza y ejecuta 

las capacidades de las personas para el desempeño 

la práctica y habilita al aprendiz para el desempeño 
de una ocupación, su diseño es modular y basado 
en competencias laborales.

Parágrafo. Los programas de capacitación para 
la inserción laboral obedecerán a lineamientos de 
pertinencia, oportunidad, cobertura y calidad esta-
blecidos por el Ministerio del Trabajo.

Artículo 43. Oferentes. Podrán ser oferentes del 
servicio de capacitación para la inserción laboral, el 
servicio nacional de aprendizaje, las instituciones de 
formación para el trabajo y el desarrollo humano, las 
unidades vocacionales de aprendizaje en empresas 
y las cajas de compensación familiar. Los oferentes 

procesos de formación, en el marco del Sistema de 
Calidad de la Formación para el Trabajo.

Parágrafo. Las unidades vocacionales de apren-
dizaje en Empresas son el mecanismo dentro de las 
empresas que busca desarrollar capacidades para 
el desempeño laboral en la organización mediante 
procesos internos de formación.

Artículo 44. Reconocimiento de competencias. 
Para facilitar y fortalecer la inserción laboral, las 

-
cia laboral en procesos ofrecidos por organismos 

-
-

CAPÍTULO VII
Disposiciones nales

Artículo 45. Promoción del mecanismo. Los 
Fondos de Cesantías, las Cajas de Compensación 
Familiar y las empresas tendrán la obligación de 
implementar mecanismos que garanticen la divul-
gación y promoción del Mecanismo de Protección 
al Cesante.

Artículo 46. Aseguramiento voluntario. Las 
entidades aseguradoras podrán ofrecer un seguro de 

desempleo independiente del Mecanismo de Pro-
-

nos del mismo.
Parágrafo. Las personas que voluntariamente 

quisieran tomar este seguro lo podrían hacer direc-
tamente con las Entidades Aseguradoras.

Artículo 47. Inspección, vigilancia y control. 
Además de las disposiciones previstas en la presen-
te ley, las Cajas de Compensación Familiar esta-
rán sujetas a las mismas normas que rigen para las 
Administradoras de Fondos de Cesantías, que sean 
pertinentes para el funcionamiento del Mecanismo 
de Protección al Cesante.

La inspección, vigilancia y control de las Ca-
jas de Compensación dentro del Mecanismo de 
Protección al Cesante, corresponderá a la Superin-
tendencia de Subsidio Familiar, que velará por el 

-
do, inversión, y demás aspectos en el marco de sus 
respectivas competencias.

Parágrafo. Para el diseño en implementación 
del Sistema de Control del anterior Mecanismo, 
la Superintendencia del Subsidio Familiar contará 
con el acompañamiento y apoyo técnico de la Su-
perintendencia Financiera.

Artículo 48. Reglamentación. El Gobierno Na-
cional reglamentará en un plazo de seis (6) meses lo 
dispuesto en la presente ley.

Artículo 49. Derogatorias. Elimínese a partir de 
la fecha de vigencia de la presente ley los artículos 
7°, 8°, 10 y 11 de la Ley 789 de 2002, y todas las 
disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 50. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su publicación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., abril 24 de 2013
En Sesión Plenaria del día 23 de abril de 2013, 

-
Proyecto de ley número 

217 de 2012 Cámara, 241 de 2012 Senado, acu-
mulado al 080 de 2011 Senado, o  e o e la 
c al e c ea el ecan o e otecc n al ce ante 
en olo b a. -
yecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, 
según consta en el Acta de Sesión Plenaria número 
198 del 23 de abril de 2013, previo su anuncio el 
día 17 de abril de los corrientes, según Acta de Se-
sión Plenaria número 197.

El Secretario General,
o e be to ant lla e ano
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 228 DE 2012 

CÁMARA
o  la c al la ac n ecla a at on o t co 

y lt al e la ac n al n c o e a al  el 
e a ta ento e antan e  e altan o  a o te a la 

e ta l be ta o a e olo b a
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Declárese a Charalá, municipio del 

departamento de Santander, “ at on o t co y 
lt al e la ac n  por su valioso aporte a las 

luchas independentistas del siglo XIX.
Artículo 2º. Autorícese al Gobierno Nacional, 

para que de conformidad con los lineamientos del 

siguientes obras de utilidad pública y de interés social 
e histórico para el Municipio de Charalá en el Depar-
tamento de Santander:

a) Diseño y construcción del Parque Temático Li-
neal, como un complejo turístico, cultural e históri-
co donde se recreen los acontecimientos con los que 
Charalá contribuyó a la gesta libertadora. Contará con 
una Réplica del Puente sobre el río Pienta, Monumen-
to a los Héroes María Antonia Santos, José Acevedo y 
Gómez, José Antonio Galán, y Fernando Santos Plata, 
entre otros Monumentos de Interés Histórico como ho-
menaje a todos los charaleños que ofrendaron su vida 
por la libertad de Colombia;

b) Restauración de la Casa de la Cultura “José Ace-
vedo y Gómez”, donde reposa la memoria histórica de 
Charalá;

c) Restauración de la Casa Consistorial del Res-
guardo;

d) Compra y Restauración de la casa de “José An-
tonio Galán Zorro”.

Artículo 3º. Autorícese al Gobierno Nacional, a 
través del Ministerio de Cultura, para asesorar y apo-
yar a la Gobernación de Santander y al municipio de 

-
nanciación de los proyectos de patrimonio material, 
e inmaterial; de remodelación, recuperación y cons-
trucción de los monumentos e infraestructura cultural 
e histórica del Municipio de Charalá de conformidad 
con las normas vigentes.

Artículo 4º. El Gobierno Nacional, la Gobernación 
de Santander y el Municipio de Charalá quedan au-
torizados para impulsar y apoyar ante otras entidades 
públicas o privadas, nacionales o internacionales, la 
obtención de recursos económicos adicionales o com-
plementarios a las que se autorizaren apropiar en el Pre-

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su sanción y promulgación.

a o e  l e
Ponente.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., abril 24 de 2013
En Sesión Plenaria del día 23 de abril de 2013, fue 

Proyecto de ley número 228 de 
2012 Cámara, o  la c al la ac n ecla a at -

on o t co y lt al e la ac n al n c o 

e a al  el e a ta ento e antan e  e altan o 
 a o te a la e ta l be ta o a e olo b a  Esto 

-
so legal y reglamentario y de esta manera dar cumpli-
miento con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 
5ª de 1992. Lo anterior, según consta en el Acta de 
Sesión Plenaria número 198 del 23 de abril de 2013, 
previo su anuncio el día 17 de abril de los corrientes, 
según Acta de Sesión Plenaria número 197.

El Secretario General,
o e be to ant lla e ano
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